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DEPARTAMENTO DE HACIENDA Y ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

DECRETO-LEY 2/2022, de 6 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se adoptan 
medidas urgentes y extraordinarias para agilizar la gestión de los fondos procedentes 
del instrumento europeo de recuperación (Next Generation EU-MRR) para la reactiva-
ción económica y social de la Comunidad Autónoma de Aragón.

I

La pandemia internacional producida por el COVID-19 a principios del año 2020 ha provo-
cado un fuerte impacto sobre la sociedad y la economía mundial. Ante esta situación de crisis 
global, los Estados miembros de la Unión Europea adoptaron con rapidez medidas coordi-
nadas de emergencia para proteger la salud de la ciudadanía y evitar el colapso de la eco-
nomía.

El Consejo Europeo del 21 de julio de 2020, consciente de la necesidad en este momento 
histórico de un esfuerzo singular y de un planteamiento innovador que impulsara la conver-
gencia, la resiliencia y la transformación en la Unión Europea, acordó un paquete de medidas 
de gran alcance.

Estas medidas incluyen el marco financiero plurianual (MFP) para 2021-2027 reforzado y 
la puesta en marcha de un Instrumento Europeo de Recuperación (Next Generation EU), que 
se articula fundamentalmente en base a:

1.º El Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (MRR), establecido a través del Regla-
mento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de febrero de 2021 cuya 
finalidad es proveer un modelo basado en la transformación del modelo productivo, econó-
mico y social, atendiendo a la emergencia energética y climática que requiere Europa.

2.º La Ayuda a la Recuperación para la Cohesión y los Territorios de Europa (REACT-EU), 
que se canaliza mediante los fondos FEDER y FSE, y que pretende una recuperación ecoló-
gica, digital y resiliente.

Este Instrumento Europeo de Recuperación persigue tres objetivos prioritarios. El primero 
consiste en la adopción de mecanismos para apoyar los esfuerzos de los Estados miembros 
por recuperarse, reparar los daños y salir reforzados de la crisis. El segundo persigue la adop-
ción de medidas para impulsar la inversión privada y apoyar a las empresas en dificultades. 
Por último, el tercero, se centra en el refuerzo de los programas clave de la Unión Europea 
para extraer las enseñanzas de la crisis, hacer que el mercado único sea más fuerte y resi-
liente, y acelerar la doble transición ecológica y digital.

Para alcanzar estos objetivos descritos, cada Estado miembro ha diseñado un Plan Na-
cional de Recuperación, Transformación y Resiliencia, que incluye las medidas (inversiones y 
reformas) y los proyectos, subproyectos de inversión necesarios. El Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia español (en adelante PRTR), aprobado por Acuerdo del Con-
sejo de Ministros de 27 de abril de 2021, pivota en cuatro ejes transversales, que se vertebran 
en diez políticas palanca, treinta componentes, doscientas doce medidas (112 inversiones y 
102 reformas) que permiten articular los programas coherentes de inversiones y reformas 
vinculadas al Plan.

Además, con la finalidad de responder a los retos que supone la gestión de estos fondos 
que recibirá España, que se estima que se sitúen alrededor de los 140.000 millones de euros, 
en forma de transferencias y préstamos, para el periodo 2021-2026, el Gobierno de España 
ha diseñado un marco jurídico ad hoc, específicamente destinado a la financiación europea, 
que se aprueba por el Consejo de Ministros, el 22 de diciembre de 2020, a través del Real 
Decreto-ley 36/2020, de 30 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la 
modernización de la Administración Pública y para la ejecución del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia; la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se 
configura el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia; y 
Orden HFP/1031/2021, de 29 de septiembre, por la que se establece el procedimiento y for-
mato de la información a proporcionar por las Entidades del Sector Público Estatal, Autonó-
mico y Local para el seguimiento del cumplimiento de hitos y objetivos y de ejecución presu-
puestaria y contable de las medidas de los componentes del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resilencia y las sucesivas leyes de Presupuestos.

Este Instrumento Europeo de Recuperación ha impactado también en la Comunidad Autó-
noma de Aragón, que ya ha sido receptora de un amplio volumen de fondos procedentes del 
mismo, que le van a permitir contribuir a los objetivos perseguidos por el Fondo Europeo de 
Recuperación y Resiliencia, muchos de ellos también recogidos en la Estrategia Aragonesa 
para la Recuperación Social y Económica, documento estratégico de ámbito autonómico, 
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aprobado el 1 de junio de 2020, de manera consensuada por el Gobierno de Aragón, la prác-
tica totalidad de los partidos con representación en las Cortes de Aragón, los agentes sociales 
y la Federación Aragonesa de Municipios, Comarcas y Provincias, con el mismo propósito de 
adoptar las mejores soluciones para paliar los efectos negativos ocasionados por la crisis 
sanitaria y la social y económica subsiguientes.

Todos los elementos referenciados han sido ratificados por la Comisión Europea en sendas 
Decisiones aprobatorias respecto de las reprogramaciones FEDER-FSE Aragón 2014-2020.

Asimismo, la Comunidad Autónoma de Aragón, para dar una respuesta eficaz a las conse-
cuencias de la pandemia y mejorar la gestión de los fondos recibidos, ya había trabajado en 
esta misma dirección simplificadora planteada por el Gobierno de España, aprobando normas 
de rango legal que agilizaran, con carácter general, la gestión pública.

La primera de ellas fue la Ley 1/2021, de 11 de febrero, de simplificación administrativa, 
que introdujo importantes medidas de simplificación administrativa para promover la mejora 
de los procesos regulatorios, de gestión y de organización de la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón y su sector público.

La segunda de estas normas simplificadoras aprobadas fue la Ley 5/2021, de 29 de junio, 
de Organización y Régimen Jurídico del Sector Público Autonómico de Aragón, que incorporó 
medidas para la simplificación, tanto de las estructuras organizativas como de las relaciones 
interadministrativas, dotando de un nuevo marco normativo para la organización y funciona-
miento de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón y su sector público institu-
cional.

Además, en particular, para contribuir a mejorar la coordinación y a apoyar la gestión de 
los fondos europeos que ya se han recibido y que, previsiblemente, se puedan ir recibiendo 
durante la vigencia del Instrumento Europeo de Recuperación, se ha aprobado, reciente-
mente, el Decreto 5/2022, de 26 de enero, del Gobierno de Aragón, de medidas para impulsar 
la gestión urgente y coordinada de los procedimientos financiados con cargo al Mecanismo 
de Recuperación y Resiliencia (MRR) en ejecución del Plan de Recuperación, Transforma-
ción y Resiliencia (PRTR).

En este Decreto 5/2022, de 26 de enero, del Gobierno de Aragón, se ha creado una unidad 
transitoria para el impulso y apoyo a la gestión coordinada de los subproyectos financiados 
con cargo al MRR, que se encuentra presidida por el Secretario General Técnico del Depar-
tamento de Hacienda y Administración Pública y entre cuyos integrantes se encuentran, 
además de determinadas unidades clave dentro de la organización como el Comisionado de 
la Agenda 2030, los Servicios Jurídicos, la Intervención General o el Servicio de Fondos Eu-
ropeos, todos los Jefes de Servicio con competencias en materia de gestión económica, 
subvenciones o contratación designados por las Secretarías Generales Técnicas de los De-
partamentos que tengan que gestionar fondos del MRR.

Entre las funciones de esta unidad transitoria se encuentra expresamente prevista, en el 
artículo 4.3.e) de dicho Decreto, la de “prestar asistencia técnica a los órganos y unidades 
encargados de la ejecución de los subproyectos vinculados al MRR en ejecución del PRTR, 
colaborando, en su caso, en la gestión del procedimiento, con especial atención a los distintos 
hitos de la ejecución, así como prever las incidencias que puedan dificultar su desarrollo”.

Fruto de las reuniones de esta unidad transitoria, y como consecuencia del ejercicio de las 
funciones referidas, se han identificado determinadas medidas agilizadoras, complementarias 
a las ya previstas en la normativa vigente, que deben adoptarse con carácter urgente y ex-
traordinario, para poder cumplir los hitos y objetivos previstos por la normativa que regula la 
gestión de estos fondos procedentes del Instrumento Europeo de Recuperación.

Y ello en base a que algunas medidas del marco general básico estatal dirigido a movilizar 
inversiones y proyectos y a facilitar, dentro del calendario temporal marcado por la Unión Eu-
ropea, la gestión administrativa necesaria para que el máximo de proyectos pueda benefi-
ciarse de la financiación europea, son directamente aplicables en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Aragón, pero otras requieren una adaptación o un desarrollo legal autonómico 
que las armonice con las particularidades organizativas y normativas propias.

Gracias a la existencia de las leyes autonómicas mencionadas anteriormente, ya apro-
badas en el año 2021, que han configurado un sistema normativo que permite dar una res-
puesta ágil y eficaz a la gestión de estos fondos, las medidas que debe contener esta norma, 
cuya aprobación se pretende, son poco numerosas y afectan únicamente a determinadas 
especialidades relativas a la gestión presupuestaria, al ámbito de las subvenciones, en ma-
teria de contratación y relacionadas con las carreteras.

Sin embargo, los aspectos que deben modificarse afectan a normas de rango legal y, 
además, deben abordarse con carácter extraordinario y urgente.
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En primer lugar, la naturaleza extraordinaria es clara, puesto que las medidas excepcio-
nales que se proponen se van a circunscribir al ámbito de la gestión de los fondos proce-
dentes del Instrumento Europeo de Recuperación y, en particular, del MRR.

Tal y como ya se ha señalado ut supra, estos fondos se aprueban con la finalidad de ga-
rantizar una respuesta europea coordinada con los Estados Miembros para hacer frente a las 
consecuencias económicas y sociales de una pandemia inédita, que ha causado estragos a 
nivel mundial, y se hallan especialmente dirigidos a aquellos Estados Miembros cuya situa-
ción económica y social se haya deteriorado más como consecuencia de la pandemia y las 
medidas de restricción de la actividad económica necesarias para combatir a la COVID-19.

En segundo lugar, el carácter urgente de dichas medidas procede de la envergadura de 
los retos que se persiguen con estos fondos y el marco temporal que se ha fijado para su 
desarrollo. Los cronogramas diseñados para cumplir con los hitos y objetivos fijados en este 
Instrumento de Recuperación Europea son vinculantes para los gestores públicos autonó-
micos. Este exigente calendario obliga a realizar algunas reformas normativas inmediatas, 
que permitan una mayor agilidad en la puesta en marcha de los proyectos y una simplificación 
de los procedimientos, siempre manteniendo las garantías y controles que exige el marco 
normativo comunitario y la eficiencia en el gasto público.

II

Una vez examinada la coyuntura descrita, así como la necesidad urgente y extraordinaria 
que concurre en la situación analizada, se propone la aplicación del artículo 44 del Estatuto 
de Autonomía de Aragón que establece que, en caso de necesidad urgente y extraordinaria, 
el Gobierno de Aragón podrá dictar disposiciones legislativas provisionales bajo la forma de 
Decreto-ley.

De este modo, de acuerdo con lo que se ha expuesto anteriormente, en este difícil con-
texto de crisis sanitaria, social y económica a la que todavía están haciendo frente todas las 
Administraciones Públicas, el Gobierno de Aragón considera adecuado el uso de esta figura 
jurídica para dar cobertura a todas estas medidas tendentes a la reconstrucción de la eco-
nomía, a través de una correcta y ágil gestión y ejecución de los mencionados fondos euro-
peos.

La necesidad de aprobar un Decreto-ley, cuya adopción ha sido avalada por el Tribunal 
Constitucional, siempre que concurra una motivación explícita y razonada, es evidente en 
este supuesto y se deriva de la necesidad de impulsar de forma urgente e inmediata las me-
didas extraordinarias que van a tener que adoptarse para responder con inmediatez a las 
exigencias que conlleva la tramitación de los expedientes relativos a proyectos financiados 
con fondos procedentes del Instrumento Europeo de Recuperación, creando las condiciones 
oportunas para gestionar los mismos de manera ágil, eficaz y eficiente, que garantice las in-
versiones económicas y estructurales necesarias y fortalezca el crecimiento y el apoyo a 
nuestro tejido productivo.

Así lo señala la STC 61/2018, de 7 de junio (FJ 4), cuando exige, por un lado, “la presen-
tación explícita y razonada de los motivos que han sido tenidos en cuenta por el Gobierno en 
su aprobación”, es decir, lo que ha venido a denominarse la situación de extraordinaria ur-
gencia; y, por otro, “la existencia de una necesaria conexión entre la situación de urgencia 
definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella”.

En consecuencia, este Decreto-ley cumple con las premisas que ha establecido en reite-
radas ocasiones el Tribunal Constitucional (Sentencias 6/1983, de 4 de febrero, FJ. 5; 11/2002, 
de 17 de enero, FJ. 4, 137/2003, de 3 de julio, FJ. 3 y 189/2005, de 7 julio, FJ. 3) así como 
con la regulación que, para esta figura, establece el artículo 44 de nuestro Estatuto de Auto-
nomía de Aragón.

III

En cuanto al contenido del Decreto-ley, tras la parte expositiva del mismo, su parte dispo-
sitiva se compone de catorce artículos, estructurados en cinco capítulos.

El Capítulo I, dirigido a regular las “disposiciones generales”, está compuesto por tres pre-
ceptos. El primero dedicado al objeto, es decir, a la adopción de medidas urgentes y extraor-
dinarias para agilizar la gestión de los fondos procedentes del Instrumento Europeo de Recu-
peración (Next Generation EU-MRR). El segundo referido al ámbito de aplicación de la norma, 
que comprenderá todas las entidades integrantes del sector público de la Comunidad Autó-
noma de Aragón, en los términos establecidos en el artículo 2 de la Ley 5/2021, de 29 de 
junio, de Organización y Régimen Jurídico del Sector Público Autonómico de Aragón. El ter-
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cero y último, dedicado a los principios de prioridad, preferencia y celeridad, que deben apli-
carse en la tramitación de los expedientes financiados con fondos del MRR.

El Capítulo II, cuya rúbrica reza “especialidades en materia de gestión presupuestaria”, se 
estructura en cuatro preceptos, que abordan cuestiones de distinta índole como la considera-
ción de los fondos del MRR como fondos europeos; la diferente codificación que dichos 
fondos van a recibir, en función de si la Comunidad Autónoma de Aragón tiene la posición de 
entidad ejecutora de los fondos o de beneficiaria de los mismos; la flexibilización de algunos 
aspectos relacionados con la adopción de compromisos de gasto plurianual; la forma en la 
que deben llevarse a cabo las incorporaciones de remanentes de créditos; o las singulari-
dades que se prevén, para este tipo de fondos del MRR, en relación con la prórroga presu-
puestaria.

El Capítulo III, dedicado a las “especialidades de materia de subvenciones”, consta de 
cinco preceptos, que hacen referencia al procedimiento que debe seguirse en la aprobación 
de las bases reguladoras que permitan convocar subvenciones financiadas con fondos del 
MRR; a la posibilidad de que las convocatorias plurianuales que se tramiten puedan incor-
porar anualidades futuras comprometidas en las Conferencias Sectoriales; a la posibilidad de 
generar una lista de espera de beneficiarios a la que se pueda acudir en el caso de que la 
convocatoria de subvenciones pueda disponer de más crédito del inicialmente disponible o en 
otros supuestos análogos; a la posibilidad de anticipar el 100% de las subvenciones que se 
financien con estos fondos, sin que se deban prestar garantías; y a excepcionar la exigencia 
de acreditar determinados requisitos en los procedimientos de subvenciones, cuando se fi-
nancien con fondos procedentes del MRR.

El Capítulo IV sobre “especialidades en materia de contratación”, prevé un precepto para 
establecer especialidades en la conformación de las mesas de contratación que analicen 
contratos financiados con fondos del MRR.

Por último, en relación con el articulado, el Capítulo V, dedicado a “especialidades en ma-
teria de carreteras”, introduce un precepto que establece una regulación especial para las 
obras o instalaciones correspondientes a los servicios de interés general, derivadas de la 
ejecución de proyectos financiados con cargo al MRR.

En cuanto a la parte final del Decreto-ley, se compone de una disposición transitoria, que 
indica cómo acogerse a las previsiones del Decreto-ley en los procedimientos cuya tramita-
ción se haya iniciado con anterioridad a su entrada en vigor, y de dos disposiciones finales. 
La primera disposición final regula la vigencia del Decreto-ley que vincula a la de los fondos 
del MRR y la segunda disposición final prevé la entrada en vigor del Decreto-ley, que se se-
ñala para el mismo día de su publicación en el “Boletín Oficial de Aragón”.

En relación con los principios de buena regulación del artículo 43 de la Ley 2/2009, de 11 
de mayo, del Presidente y del Gobierno de Aragón, este Decreto-ley se justifica por razones 
de interés general, de acuerdo con los principios de necesidad y eficacia, en los términos re-
feridos a lo largo de esta exposición de motivos.

En virtud del principio de proporcionalidad, en este Decreto-ley se prevé la regulación im-
prescindible para agilizar las actuaciones y los procedimientos administrativos, de tal manera 
que se cumplan los objetivos del Instrumento Europeo de Recuperación con la celeridad y las 
garantías mínimas exigibles a toda actuación administrativa. De acuerdo con el principio de 
seguridad jurídica, este Decreto-ley respeta la normativa autonómica, estatal y de la Unión 
Europea, y se integra en ellas.

Así mismo, en cumplimiento del principio de transparencia, se han definido con claridad 
los objetivos de la norma y, en cuanto al principio de eficiencia, no se ha previsto ninguna 
carga administrativa innecesaria, sino que, por el contrario, se simplifican y se agilizan los 
procedimientos previstos para la tramitación de los expedientes administrativos financiados 
con estos fondos.

IV

La competencia para impulsar este Decreto-ley, según el Decreto 17/2020, de 26 de fe-
brero, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba la estructura orgánica de la Vicepresi-
dencia, le corresponde a ésta, por tener atribuida, en el artículo 1, la competencia para ges-
tionar, seguir y controlar los Fondos Europeos. Estas competencias son desarrolladas en el 
artículo 4 respecto a la Dirección General de Desarrollo Estatutario y Programas Europeos y 
en su artículo 6 por lo que se refiere al Servicio de Fondos Europeos.

A su vez, al Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales, que tiene atribuida 
la competencia de impulso y coordinación general de los programas, acciones y actividades 
cuando afecten a varios departamentos de la Administración de la Comunidad Autónoma, en 
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el artículo 1.g) del Decreto 6/2020, de 10 de febrero, del Gobierno de Aragón, por el que se 
aprueba la estructura orgánica del Departamento de Presidencia y Relaciones Institucionales. 
Asimismo, el apartado x) de este artículo le atribuye el apoyo técnico y asesoramiento al Go-
bierno de Aragón en los asuntos comunitarios y de acción exterior, así como la coordinación, 
seguimiento y ejecución, en su caso, de las actuaciones de la Administración autonómica en 
estos ámbitos.

Por último, al Departamento de Hacienda y Administración Pública, que tiene atribuidas 
por el Decreto 311/2015, de 1 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se establece 
la estructura orgánica del Departamento de Hacienda y Administración Pública, la información 
y asesoramiento a la Comunidad Autónoma de Aragón sobre las acciones del Estado con 
trascendencia presupuestario-financiera para la Comunidad Autónoma de Aragón, en el ar-
tículo 1.1.b), el ejercicio de las competencias administrativas relativas a la gestión presupues-
taria, en el artículo 1.1.c), y el ejercicio del control interno de la actividad económico-financiera 
y la contabilidad pública de la Administración de la Comunidad Autónoma, en el artículo 1.1.x). 
Además, se le ha atribuido la presidencia de la unidad transitoria para el impulso y apoyo a la 
gestión coordinada de los subproyectos financiados con cargo al MRR, por el Decreto 5/2022, 
de 26 de enero, del Gobierno de Aragón.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 44 del Estatuto de Auto-
nomía de Aragón, en el ejercicio de las competencias establecidas, entre otros, en los ar-
tículos 71.7.ª, 71.13.ª, 71.32.ª, 75.12.ª y 79 del texto estatutario, a propuesta del Vicepresi-
dente del Gobierno, la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales y el Consejero 
de Hacienda y Administración Pública, visto el informe de la Dirección General de Servicios 
Jurídicos, y previa deliberación del Gobierno de Aragón en su reunión del día 6 de abril de 
2022,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
El objeto de este Decreto-ley es adoptar medidas urgentes y extraordinarias para agilizar 

la gestión de los fondos procedentes del Instrumento Europeo de Recuperación (Next Ge-
neration EU-MRR) para la reactivación económica y social de la Comunidad Autónoma de 
Aragón, introduciendo algunas especialidades en materia de gestión presupuestaria, de 
subvenciones, de contratación y en materia de carreteras, que afectan a expedientes admi-
nistrativos financiados con fondos procedentes del Mecanismo de Recuperación y Resi-
liencia (MRR), respecto de los cuales la Comunidad Autónoma de Aragón sea entidad eje-
cutora.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
Este Decreto-ley es aplicable a todas las actuaciones que lleven a cabo la Administración 

de la Comunidad Autónoma de Aragón y las entidades integrantes del sector público institu-
cional de la Comunidad Autónoma de Aragón, en los términos previstos en el artículo 2.2 de 
la Ley 5/2021, de 29 de junio, de Organización y Régimen Jurídico del Sector Público Autonó-
mico de Aragón, para la gestión y el control de los fondos procedentes del MRR.

Artículo 3. Principios de tramitación.
Todas las actuaciones y los procedimientos relacionados con la programación, la imple-

mentación, la gestión, el seguimiento y el control de los fondos procedentes del MRR deben 
tramitarse de acuerdo con los principios de prioridad, preferencia y celeridad.

CAPÍTULO II
Especialidades en materia de gestión presupuestaria

Artículo 4. Normativa presupuestaria aplicable.
1. Los ingresos percibidos del MRR tendrán la consideración de fondos europeos a efectos 

de la aplicación de la normativa presupuestaria.
2. La codificación de los fondos financiadores procedentes del MRR, se realizará del si-

guiente modo:
a)	 Con el código 324XXX, cuando se trate de fondos procedentes del MRR que se reciben 

a través de las distintas Conferencias Sectoriales, en los que la Comunidad Autónoma 
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de Aragón tiene la posición de entidad ejecutora de los fondos y de los cuales habrá 
que aportar información, en los términos que el Ministerio de Hacienda y Función Pú-
blica determine.

b)	 Con el código 394XXX, en aquellos supuestos en los que la Comunidad Autónoma de 
Aragón tiene la posición de beneficiaria de fondos procedentes del MRR, por haber 
obtenido una subvención, tras haber participado en convocatorias autonómicas o esta-
tales financiadas con fondos del MRR.

Artículo.5. Compromisos de gasto de carácter plurianual.
1. Con cargo a los créditos vinculados al MRR, la persona titular del Departamento com-

petente en materia de hacienda autorizará todos los compromisos de gastos que hayan de 
extenderse a ejercicios posteriores a aquel en que se autoricen, sin que sean de aplicación 
los apartados 3 y 5 del artículo 41 del texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad 
Autónoma de Aragón.

2. De los gastos de carácter plurianual que superen el número de anualidades y los por-
centajes previstos en el artículo 41.5 del texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón y de los que se hubieran debido autorizar por el Gobierno de 
Aragón en virtud de lo establecido en el artículo 41.3 del texto refundido de la Ley de Ha-
cienda de la Comunidad Autónoma de Aragón, tomará conocimiento el Gobierno de Aragón, 
mediante Acuerdo, elaborado por el Departamento competente en la gestión de los fondos y 
propuesto de forma conjunta por dicho Departamento y el Departamento competente en ma-
teria de hacienda.

Artículo 6. Incorporación de remanentes de crédito.
1. Si al cierre del ejercicio presupuestario en curso, no ha sido posible ejecutar el 100% de 

los créditos generados procedentes del fondo del MRR, existirá un remanente de crédito con 
financiación afectada que se podrá incorporar en su totalidad al presupuesto del ejercicio si-
guiente, en virtud de lo establecido en el artículo 44.5 del texto refundido de la Ley de Ha-
cienda de la Comunidad Autónoma de Aragón.

2. Para ello, una vez que se encuentre disponible el Presupuesto del año en el que dichos 
créditos procedentes del fondo del MRR se vayan a incorporar, se deberá iniciar el correspon-
diente expediente de incorporación de remanente de crédito financiado con remanente de 
tesorería afectado.

3. La operativa descrita se replicará ejercicio tras ejercicio hasta haber alcanzado la ejecu-
ción del 100% de los créditos procedentes del fondo del MRR, dentro del límite temporal es-
tablecido en la correspondiente Conferencia Sectorial.

4. Si al cierre del ejercicio presupuestario no ha sido posible generar el 100% de los cré-
ditos financiados con los derechos reconocidos del MRR, existirá un remanente de tesorería 
afectado que, al objeto de disponer en el ejercicio siguiente de la totalidad del presupuesto, 
permitirá financiar ampliaciones de crédito en virtud de lo establecido en el artículo 40.2 del 
texto refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Autónoma de Aragón.

En este sentido, y en relación con la autorización contenida en el artículo 40.1 del texto 
refundido de la Ley de Hacienda de la Comunidad Autónoma, tendrán la condición de amplia-
bles previa aprobación por la persona titular del Departamento competente en materia de 
hacienda del correspondiente expediente de modificación presupuestaria, aquellos créditos 
financiados con fondos del MRR.

Artículo 7. Prórroga presupuestaria.
En un eventual escenario de prórroga presupuestaria, la persona titular del Departamento 

competente en materia de hacienda podrá autorizar la disponibilidad del 100% de los créditos 
financiados con fondos procedentes del MRR.

CAPÍTULO III
Especialidades en materia de subvenciones

Artículo 8. Procedimiento para la elaboración de bases reguladoras.
El procedimiento de elaboración de las bases reguladoras que se aprueben para impulsar 

convocatorias financiadas con fondos procedentes del MRR solo exigirá que el proyecto de 
bases reguladoras elaborado por el Departamento competente sea objeto de informe precep-
tivo de la Intervención General o, en su caso, de sus intervenciones delegadas, y del informe 
preceptivo de la Dirección General de los Servicios Jurídicos.
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Artículo 9. Convocatorias plurianuales.
Las convocatorias de subvenciones financiadas con fondos procedentes del fondo del 

MRR podrán incorporar anualidades futuras comprometidas en las Conferencias Sectoriales. 
Para ello, será necesario que exista un documento de la Conferencia Sectorial que distribuya 
los fondos o, en su caso, de la entidad decisora de las reformas e inversiones a ejecutar, en 
la que quede constancia de la existencia de dicho compromiso plurianual.

Artículo 10. Resolución complementaria de concesión de subvenciones.
La resolución de concesión de ayudas de una convocatoria de subvenciones financiada 

con fondos del MRR podrá incluir, a modo de lista de espera, una relación ordenada de todas 
las solicitudes que, cumpliendo con las condiciones administrativas y técnicas para adquirir la 
condición de beneficiarias, no hayan sido estimadas por rebasarse la cuantía máxima del 
crédito fijado en la convocatoria, con indicación de la puntuación otorgada. En el caso de que 
existan cuantías liberadas por renuncias o en los supuestos de generación, ampliación o in-
corporación de crédito o existencia de remanentes según lo establecido en el artículo 39.2 de 
la Ley 5/2015, de 25 de marzo, de Subvenciones de Aragón, se podrá emitir una resolución 
complementaria a la resolución de concesión en la que se relacionarán las solicitudes de la 
lista de espera a las que se les concede subvención, hasta el límite de los nuevos créditos.

Artículo 11. Anticipos.
Se podrá anticipar el 100% del importe de las subvenciones que se financien con fondos 

procedentes del MRR, sin que sea necesaria la prestación de garantías.

Artículo 12. Requisitos para obtener la condición de beneficiario.
Para obtener la condición de beneficiario de una subvención financiada con fondos proce-

dentes del MRR, se presumirá que se cumplen los requisitos establecidos en el artículo 40.3 
de la Ley 5/2015, de 25 de marzo, de Subvenciones de Aragón, sin necesidad de acreditarlos, 
salvo que razones fundadas, que se harán constar en el expediente, aconsejen exigir su acre-
ditación.

CAPÍTULO IV
Especialidades en materia de contratación

Artículo 13. Mesas de contratación.
En las mesas de contratación celebradas por las entidades incluidas en el ámbito de apli-

cación de este Decreto-ley para la adjudicación de contratos financiados con fondos del MRR, 
deberá figurar entre sus vocales un funcionario que tenga atribuido, legal o reglamentaria-
mente, el asesoramiento jurídico del órgano de contratación y un Interventor o, a falta de In-
terventor, un representante designado por la Intervención General previa solicitud del órgano 
de contratación.

CAPÍTULO V
Especialidades en materia de carreteras

Artículo 14. Servicios de interés general.
1. A los efectos de lo previsto en el artículo 40.2 de la Ley 8/1998, de 17 de diciembre, de 

Carreteras de Aragón, debe indicarse que las obras o instalaciones correspondientes a los 
servicios de interés general, derivadas de la ejecución de proyectos financiados con cargo al 
MRR, se situarán fuera de la explanación de la carretera, dentro de la zona de dominio público 
adyacente, salvo que se justifique debidamente que no existe otra alternativa eficiente y téc-
nicamente viable. En todo caso, deberá quedar garantizada la seguridad vial, así como el 
mantenimiento de la propia carretera, y que se realicen de acuerdo con los requerimientos 
técnicos que se fijen por el Departamento competente en materia de gestión de carreteras.

2. En el caso de autorizaciones de uso a que se refiere este artículo, no alcanzará al titular 
de la vía responsabilidad económica, ni de ninguna otra clase, directa o indirecta, por cuales-
quiera daños en la infraestructura que se aloje en el dominio público viario, salvo dolo o negli-
gencia grave, corriendo el titular de la infraestructura o quien la explote con los gastos de su 
reparación, mantenimiento, modificación, ampliación, sustitución o reposición derivados del 
uso propio de la vía, su mantenimiento, mejora, ampliación o sustitución.

Las obras e instalaciones se autorizarán sin derecho a indemnización alguna si, por causa 
de desprendimientos, deslizamientos, obras o actuaciones necesarias para la conservación o 
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mejora de la carretera, aquéllas se vieran afectadas o hubiera de procederse a su modifica-
ción.

3. La ocupación del dominio público, en el supuesto previsto en este artículo, no implicará 
la cesión de éste, ni su utilización significará la cesión de las facultades demaniales de la 
Administración ni la asunción por ésta de responsabilidades de ningún tipo respecto al titular 
del derecho a la ocupación o a terceros.

4. El régimen jurídico establecido en este artículo resultará de aplicación a las infraestruc-
turas de servicios cualquiera que haya sido el régimen en que se instalaron.

5. El titular de la afección o uso autorizados deberá comunicar al Departamento compe-
tente en materia de carreteras la modificación, supresión, extinción o cese de la actividad.

Este Departamento determinará los efectos del cese o alteración de la afección e im-
pondrá las medidas de restitución y reparación que procedan.

En igual sentido procederá cuando la supresión de la actividad o uso no hayan sido debi-
damente notificados, requiriéndose al obligado su ejecución, que serán llevadas a efecto 
subsidiariamente por la Administración si el obligado no atendiera el requerimiento, proce-
diéndose a su exacción incluso por vía de apremio.

6. El Departamento competente en materia de carreteras podrá requerir la constitución de 
una fianza en la modalidad de garantía global para afianzar las responsabilidades que puedan 
derivarse de la ejecución de todas las actuaciones que se soliciten, sin especificación singular 
por expediente.

La garantía global deberá ser depositada en el Departamento competente en materia de 
hacienda.

La garantía global responderá de los daños que puedan derivarse de cualquier actuación 
en dominio público viario promovida por el interesado vigente aquélla, sin perjuicio de la in-
demnización de daños y perjuicios a favor de la Administración que, en su caso, pueda pro-
ducirse y sin perjuicio de las responsabilidades en que pueda incurrirse por comisión de in-
fracción administrativa.

Disposición transitoria única. Procedimientos iniciados con anterioridad a este Decreto-ley.
1. Los procedimientos cuya tramitación se haya iniciado con anterioridad a la entrada en 

vigor de este Decreto-ley podrán acogerse a las previsiones del mismo, dejando constancia 
de esta circunstancia en el expediente administrativo, en el marco de la normativa que, en 
cada caso, les resulte aplicable.

2. En los procedimientos en materia de subvenciones cuyas bases reguladoras y convo-
catorias se encuentren ya publicadas, su aplicación no requerirá de la modificación de las 
mismas”.

Disposición final primera. Vigencia.
Las medidas previstas en este Decreto-ley mantendrán su vigencia mientras se encuentre 

vigente el MRR.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
Este Decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el “Boletín Oficial de 

Aragón”.

Zaragoza, 6 de abril de 2022.

El Presidente del Gobierno de Aragón,
JAVIER LAMBÁN MONTAÑÉS

El Vicepresidente del Gobierno,
ARTURO ALIAGA LÓPEZ

La Consejera de Presidencia
y Relaciones Institucionales,

M.ª TERESA PÉREZ ESTEBAN

El Consejero de Hacienda
y Administración Pública,
CARLOS PÉREZ ANADÓN
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DECRETO-LEY 3/2022, de 6 de abril, del Gobierno de Aragón, por el que se adoptan 
medidas excepcionales y urgentes en la contratación pública en Aragón.

I

Las excepcionales circunstancias sociales y económicas que ha producido la pandemia 
desencadenada por el COVID-19 han repercutido de una manera directa en la ejecución de 
determinados contratos del sector público.

Tras el descenso experimentado en 2020, los precios de las materias primas han incre-
mentado con fuerza en 2021, debido fundamentalmente al aumento de la demanda como 
resultado de la reactivación económica y de la lenta recuperación de la capacidad productiva 
después de la inactividad durante la pandemia, el aumento de los precios del transporte ma-
rítimo de mercancías y de la energía o las propias estrategias comerciales de los países 
productores de materias primas. Todo ello se ha visto exponencialmente agravado en las úl-
timas semanas como consecuencia del actual conflicto entre Rusia y Ucrania, de tal manera 
que el alza extraordinaria del coste de determinadas materias primas necesarias para la eje-
cución de ciertas unidades de obra, y en ocasiones la imposibilidad de su recepción, ha reper-
cutido de manera intensa en los contratos públicos, especialmente los de obras públicas.

De los últimos datos disponibles se observa que se ha producido un incremento generali-
zado de las materias primas utilizadas con carácter general en la obra pública y, como conse-
cuencia, también ha aumentado el coste de otros materiales. Junto a la subida de los mate-
riales siderúrgicos, materiales bituminosos, aluminio o cobre, algunos ejemplos que acreditan 
esa escalada de precios son el cemento tipo II/B se ha incrementado en un 171,99 %; el resto 
de cementos más de un 25%; la cal natural NHL 3,5 ha modificado los precios al alza un 
54,19%; la losa de piedra natural para cubiertas, un 139,70 %; el remate de plomo para juntas 
ha subido un 174,63 %, y así, un largo etcétera.

Además, como consecuencia del incremento de los precios de la energía, fundamental-
mente gas y electricidad, los materiales cerámicos iniciaron una subida al final del verano de 
2021, que ha llegado a elevar el coste final del producto terminado en, al menos, el 30%. 
Igualmente, el vidrio está sufriendo un proceso de subida acelerada desde el último trimestre 
de 2021 y en todo el año 2022, que se cifra en torno a un 27%.

Las limitaciones en el suministro de determinadas materias primas han ocasionado un 
encarecimiento notable del precio de la madera, con subidas del 100% y, en algunos casos 
han triplicado su precio. En los últimos seis meses los tableros fenólicos han incrementado el 
precio un 40%; los pavimentos laminados, alrededor de un 25%. Los productos plásticos uti-
lizados en la obra pública (tuberías PVC o similares), debido, entre otros factores, al desajuste 
entre la oferta y la demanda, durante la segunda mitad de 2021, en torno al 40 %. La tabi-
quería de Pladur, utilizada con el fin de ahorrar costes respecto de otros materiales, ha visto 
incrementados los precios un 30% desde el mes de abril de 2021 y para principios de abril de 
2022 algunos fabricantes anuncian una nueva subida del 12%. Las resinas epoxi para inyec-
ciones en muros de fábrica, ha subido sus precios un 85,06 %. El enfoscado de yeso rojo tipo 
Albarracín ha sufrido un aumento del 98,98 %. Por lo que respecta a las pinturas, la pintura al 
silicato se ha incrementado en un 25,27% y la pintura fibra de vidrio para impermeabilizar un 
65,04 %.

En definitiva, el incremento exponencial de los precios de los materiales de obra pública 
es generalizado y afecta a otros distintos de los siderúrgicos, bituminosos, aluminio o cobre.

Todos estos datos han repercutido notablemente en la ejecución de un número significa-
tivo de contratos públicos, con no pocas dificultades para concluir su ejecución total a satis-
facción de la Administración contratante. Las empresas adjudicatarias de la obra pública 
están sufriendo una fuerte alteración de la economía de esos contratos, que traspasa los lí-
mites del principio de riesgo y ventura que el contratista ha de soportar en todo contrato pú-
blico y que, en el momento de la licitación, resultaban de imposible previsión, debido a que no 
pudo aventurarse ese extraordinario aumento de ciertos costes.

Por otro lado, más allá de los contratos de obra pública, también se ha visto afectada la 
economía de los contratos de suministros y servicios necesarios para la ejecución de la obra 
pública. Son contratos con ciertas particularidades, donde un considerable peso porcentual 
en la totalidad del contrato corresponde a servicios o suministros. A título de ejemplo, cabe 
incluir los servicios de alquiler de maquinaria de obras públicas, con y sin conductor, los su-
ministros de materiales de construcción, las obras de conservación y mantenimiento de carre-
teras, reparación y construcción de las obras de paso o fábrica, ensanches de tramos con-
cretos de carretera para rectificar curvas, colocación de señalización y balizamiento, etc. que 
pueden llegar a suponer el 45% del precio del contrato.

12



cs
v:

 B
O

A2
02

20
40

80
03

08/04/2022Boletín Oficial de AragónNúm. 69

12294

II

La Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se trans-
ponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 
2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, permite en su artículo 103 la revisión 
periódica y predeterminada para los contratos de obra del sector público a través del meca-
nismo de la revisión de precios, aplicable cuando el contrato se haya ejecutado al menos en 
un 20 por ciento de su importe y hayan transcurrido dos años desde su formalización. Sin 
embargo, este mecanismo no resulta adecuado para afrontar la magnitud y el carácter impre-
visible del alza experimentada en el último año por los precios de un número limitado de ma-
terias primas, indispensables para la realización de determinadas obras, fundamentalmente 
en aquellos contratos cuyos pliegos no incorporaron revisión alguna de precios. Tampoco 
resulta procedente en aquellos otros supuestos en los que, aun habiendo previsto meca-
nismos de revisión de precios, no hubieran transcurrido dos años desde su formalización o no 
se hubiera ejecutado el 20 por ciento de su importe.

Ante la limitación de la revisión de precios legalmente prevista, con el fin de atender a la 
situación excepcional creada por el incremento del precio de las materias primas, fue publi-
cado el Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo, de medidas para la mejora de la sostenibi-
lidad del transporte de mercancías por carretera y del funcionamiento de la cadena logística, 
y por el que se transpone la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la que se 
fijan normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE para 
el desplazamiento de los conductores en el sector del transporte por carretera, y de medidas 
excepcionales en materia de revisión de precios en los contratos públicos de obras. Esta 
norma prevé una serie de medidas urgentes, de carácter excepcional que exceden de los 
mecanismos de revisión de precios previstos en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Con-
tratos del Sector Público, que facultan una revisión excepcional de los precios de los contratos 
de obras del sector público estatal, aplicable a aquellos supuestos en los que no procede 
conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, bien por no haberse pactado en el contrato, 
bien por no haber transcurrido el periodo mínimo establecido en la ley o no haberse ejecutado 
la parte de la obra necesaria para la aplicación de la revisión.

A su vez, estas medidas de revisión de precios han sido sensiblemente ampliadas por la 
Disposición final trigésima séptima del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que 
se adoptan medidas urgentes en el marco del Plan Nacional de respuesta a las consecuen-
cias económicas y sociales de la guerra en Ucrania. Como dispone la exposición de motivos 
de este Real Decreto-ley, “(…) el conflicto bélico actualmente en desarrollo en Ucrania ha 
provocado el cese de la actividad de importantes productores de materiales de construcción. 
El alza de precios se está viendo agravada por el conflicto bélico, provocando que muchas 
industrias del sector hayan optado por la paralización de su negocio al no poder asumir estos 
costes. El incremento del coste de determinadas materias primas que resultan necesarias 
para la ejecución de unidades de obra está poniendo en riesgo la continuidad y correcta eje-
cución de las obras públicas, por lo que es necesario adoptar medidas con carácter urgente 
permitiendo ampliar los supuestos en los que cabe la revisión excepcional de precios prevista 
en el Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo”.

Ante las circunstancias expresadas, notablemente perjudiciales no sólo para el interés 
público subyacente en cualquier contrato del sector público, sino también para los operadores 
económicos del sector de la obra civil, con las consecuencias a empresas subcontratistas, 
básicamente pymes, se ha considerado oportuno adoptar medidas urgentes y de carácter 
excepcional para, únicamente en estos supuestos, permitir una revisión excepcional de los 
precios del contrato.

El impacto económico de estas medidas es claramente positivo para el sector y conllevará 
una disminución del número de resoluciones de contratos, una menor litigiosidad y un mayor 
porcentaje de ejecución presupuestaria, contribuyendo todo ello a afianzar la recuperación 
económica en un momento especialmente importante en el que se está ejecutando el Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia.

III

Dentro del contexto descrito, este Decreto-ley se dicta al amparo del artículo 44 del Esta-
tuto de Autonomía de Aragón que prevé que, en casos de necesidad urgente y extraordinaria 
necesidad, el Gobierno de Aragón pueda dictar disposiciones legislativas provisionales bajo 
la forma de Decreto-ley.
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En el presente caso la extraordinaria y urgente necesidad de intervención de la Adminis-
tración se justifica por las circunstancias excepcionales que atraviesa la ejecución de los 
contratos de obra pública, debido al constante y extraordinario incremento del precio de las 
materias primas y los materiales, traduciéndose en resoluciones contractuales por imposibi-
lidad de ejecución, litigiosidad contencioso-administrativa por reclamación de indemnización 
de daños y perjuicios, afección al tejido empresarial autonómico y a la pequeña y mediana 
empresa, con la subsiguiente afección a los trabajadores. Esta situación requiere la adopción 
de medidas normativas inmediatas y urgentes que permitan paliar las catastróficas conse-
cuencias económicas originadas, de manera colateral, por el desarrollo y prolongación de la 
pandemia del SARS-CoV-2 e, igualmente, por el desarrollo de los acontecimientos en toda 
Europa consecuencia del conflicto armado en Ucrania.

Los motivos de oportunidad expuestos, relativos a la situación económica generada por la 
pandemia en el ámbito de los precios de determinados bienes y que requieren medidas inme-
diatas y urgentes para evitar el agravamiento de las consecuencias económicas y sociales, 
demuestran que, en ningún caso, este real decreto-ley constituye un supuesto de uso abusivo 
o arbitrario de este instrumento constitucional.

IV

Este Decreto-ley se estructura en siete artículos, dos disposiciones adicionales y dos dis-
posiciones finales.

El artículo 1 define el objeto del Decreto-ley, que asume como propias las medidas excep-
cionales de revisión de precios previstas en los artículos 6 a 10 del Título II del Real Decreto-
ley 3/2022, de 1 de marzo, de medidas para la mejora de la sostenibilidad del transporte de 
mercancías por carretera y del funcionamiento de la cadena logística, y por el que se trans-
pone la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la que se fijan normas especí-
ficas con respecto a la Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE para el desplazamiento 
de los conductores en el sector del transporte por carretera, y de medidas excepcionales en 
materia de revisión de precios en los contratos públicos de obras, con las adaptaciones incor-
poradas por la Disposición final trigésima séptima del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de 
marzo.

El artículo 2 regula el ámbito de aplicación, que abarca todo el sector público autonómico.
El artículo 3, relativo a las medidas excepcionales en materia de revisión de precios de los 

contratos de obras, se efectúa una remisión en bloque al título II del Real Decreto-ley 3/2022, 
de 1 de marzo, en la versión actualizada por el Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo, en 
cumplimiento de lo previsto en el apartado tercero de su artículo 6. El incremento de los pre-
cios no afecta exclusivamente a las obras, entendidas en sentido estricto, sino también a 
servicios y suministros sin cuya prestación sería imposible llevar a cabo la obra, con la conse-
cuente repercusión para los intereses públicos concurrentes. Por esa razón, este Decreto-ley 
amplia el listado de materiales, además de los ya previstos por el Estado, y faculta, en el ar-
tículo 4, la revisión excepcional de servicios y suministros necesarios para la ejecución de una 
obra pública.

Conscientes de la dificultad que está atravesando la logística para el suministro en plazo 
de determinados materiales necesarios para la ejecución de la obra pública, siguiendo el 
ejemplo de otras Comunidades Autónomas como la extremeña, se ha considerado conve-
niente prever otras medidas adicionales a las dispuestas por el Estado. En este sentido, los 
artículos 5 a 7 incorporan la posibilidad de introducir modificación en los materiales previstos 
en los contratos de obra pública y en los contratos de servicios vinculados a la obra pública, 
siempre que se garantice la funcionalidad y, sobre todo, la seguridad de la construcción, la 
consecuencia en el retraso de los plazos de ejecución cuando obedezca a la falta de suminis-
tros o la necesaria inclusión de fórmulas de revisión de precios en las futuras licitaciones de 
contratos de obra pública.

La modificación de materiales en un contrato, además de las connotaciones medioam-
bientales que conlleva, acredita el interés público del mantenimiento de la ejecución contrac-
tual. Además, la Comunidad Autónoma de Aragón está facultada para la incorporación de li-
mitaciones a la imposición de penalidades cuando exista demora en la ejecución contractual, 
no imputable al contratista, cuando el retraso sea consecuencia directa de la falta de suminis-
tros por su escasez en el mercado, por habilitarlo los artículos 193 y 194 de la Ley 9/2017, de 
Contratos del Sector Público, en el parte en que no tienen el tratamiento de legislación básica. 
La inclusión de fórmulas de revisión de precios en los contratos de obra pública de futura lici-
tación resulta obligada, a la luz de las medidas introducidas por el Real Decreto-ley 6/2022, 
de 29 de marzo.
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La parte final del Decreto-ley habilita al Consejero competente por razón de la materia a 
adoptar medidas extraordinarias de carácter presupuestario.

También prevé la aplicación de las medidas adoptadas por el Decreto-ley a los entes lo-
cales aragoneses, y les faculta para adoptar acuerdos en este sentido, si así lo consideran. 
Sobre este particular, a pesar de que el espíritu del Real Decreto-ley estatal permite la amplia-
ción del ámbito de aplicación “al ámbito de las Comunidades Autónomas y de las Entidades 
Locales existentes en su territorio mediante una decisión individualizada del órgano compe-
tente de cada Comunidad Autónoma”, tal y como reza su exposición de motivos, lo cierto es 
que el artículo 6.3 textualmente manifiesta que “lo dispuesto en este Título también será 
aplicable en el ámbito de las Comunidades Autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla que así 
lo acuerden”. Por esa razón, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 71.5 y 75.11 del 
Estatuto de Autonomía de Aragón, y con el fin de garantizar el principio de autonomía local y 
en el convencimiento de que las medidas adoptadas por el Real Decreto-ley también permi-
tirán a los entes locales aragoneses generar seguridad jurídica en la ejecución de sus con-
tratos y paliar, en la medida de lo posible, la economía de aquellos, se considera oportuno y 
necesario extender el ámbito de aplicación no sólo al ámbito propio de la Administración de la 
Comunidad Autónoma sino también a los entes locales aragoneses que, igualmente, lo 
acuerden.

Finalmente, se faculta al titular del Departamento competente en materia de hacienda para 
el desarrollo de esta normativa.

V

Este Decreto-ley se dicta al amparo de las competencias atribuidas a la Comunidad Autó-
noma de Aragón en el artículo 75.11.ª y 12.ª del Estatuto de Autonomía de Aragón, que aluden 
al desarrollo de las bases del Estado previstas en el artículo 149.1.18.ª de la Constitución 
para las Administraciones Públicas aragonesas, incluidas las Entidades Locales, así como al 
régimen jurídico, procedimiento, contratación y responsabilidad de la Administración Pública 
de la Comunidad Autónoma. También da cobertura a este Decreto-ley el artículo 149.1.18.ª de 
la Constitución Española, que configura como competencia del Estado la determinación de la 
legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabi-
lidad de todas las Administraciones públicas, teniendo como efecto reflejo la atribución a las 
Comunidades Autónomas, si así lo establecen sus estatutos, de la competencia de desarrollo 
de dicha legislación básica.

Igualmente, en aplicación de lo dispuesto en los artículos 71.5 y 75.11 del Estatuto de 
Autonomía de Aragón, que atribuyen a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en 
materia de régimen local, la determinación de las competencias de los municipios y demás 
entes locales en las materias de competencias de la Comunidad Autónoma de Aragón, e in-
cluyen expresamente a las Entidades Locales en la competencia de desarrollo de las bases 
del Estado que ostenta esta Comunidad Autónoma.

Por último, para la adopción de este Decreto-ley se ha atendido, además, a los principios 
de buena regulación que deben inspirar todo proyecto normativo, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 43 de la Ley 2/2009, de 11 de mayo, del Presidente y del Gobierno de 
Aragón, modificado por Ley 4/2021, de 29 de junio, esto es, necesidad, eficacia, proporciona-
lidad, seguridad jurídica, que incluye la claridad de la norma, transparencia y eficiencia.

En su tramitación se ha emitido informe la Dirección General de Servicios Jurídicos.
Por todo ello, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 del Estatuto de Autonomía 

de Aragón, a propuesta del Consejero de Hacienda y Administración Pública, visto el informe 
de la Dirección General de Servicios Jurídicos, y previa deliberación del Gobierno de Aragón, 
en su reunión de 6 de abril de 2022,

DISPONGO:

Artículo 1. Objeto.
El Decreto-ley tiene por objeto el establecimiento de medidas excepcionales en los con-

tratos públicos de obras, así como en los contratos públicos de servicios y suministros nece-
sarios para la ejecución de la obra pública.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
Las medidas excepcionales en los contratos públicos de obras, en los contratos mixtos, en 

la parte relativa a la obra, y en los contratos de servicios y suministros necesarios para la 
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ejecución de la obra pública, dictadas por este Decreto-ley serán de aplicación a los contratos 
celebrados por el sector público autonómico.

Artículo 3. Medidas excepcionales en materia de revisión de precios de los contratos de 
obras.

1. Excepcionalmente, a los contratos públicos de obras, administrativos y privados, o los 
contratos mixtos respecto a la prestación de obras, que se encuentren en ejecución, licitación, 
adjudicación o formalización a la entrada en vigor de este Decreto-ley, o cuyo anuncio de 
adjudicación o formalización se publique en la plataforma de contratación del sector público 
en el periodo de un año desde la entrada en vigor de este Decreto-ley, les serán de aplicación 
las medidas excepcionales en materia de revisión de precios en los contratos públicos de 
obras establecidas en el Título II del Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de marzo, de medidas 
para la mejora de la sostenibilidad del transporte de mercancías por carretera y del funciona-
miento de la cadena logística, y por el que se transpone la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 
de julio de 2020, por la que se fijan normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE 
y la Directiva 2014/67/UE para el desplazamiento de los conductores en el sector del trans-
porte por carretera, y de medidas excepcionales en materia de revisión de precios en los 
contratos públicos de obras, y con las especialidades previstas en el apartado siguiente.

2. A los efectos previstos en este Decreto-ley, en aplicación del anexo I del Real Decreto 
1359/2011, de 7 de octubre, por el que se aprueba la relación de materiales básicos y las 
fórmulas-tipo generales de revisión de precios de los contratos de obras y de contratos de 
suministro de fabricación de armamento y equipamiento de las Administraciones Públicas, y 
sin perjuicio de lo que, en su caso, disponga el Ministerio de Hacienda y Función Pública, 
además de los materiales siderúrgicos, materiales bituminosos, aluminio o cobre, los mate-
riales cuyo incremento de coste podrá ser causa de revisión excepcional de precios serán 
cemento, materiales cerámicos, madera, productos plásticos, áridos y rocas y vidrio.

Artículo 4. Medidas excepcionales de revisión de precios en los contratos de servicios y 
suministros necesarios para la ejecución de la obra pública.

1. Las medidas excepcionales previstas en el Título II del Real Decreto-ley 3/2022, de 1 de 
marzo, de medidas para la mejora de la sostenibilidad del transporte de mercancías por ca-
rretera y del funcionamiento de la cadena logística, y por el que se transpone la Directiva (UE) 
2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la que se fijan normas específicas con respecto a la 
Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE para el desplazamiento de los conductores en 
el sector del transporte por carretera, y de medidas excepcionales en materia de revisión de 
precios en los contratos públicos de obras, así como las disposiciones de este Decreto-ley, 
serán igualmente aplicables a los contratos de servicios y suministros necesarios para la eje-
cución de una obra pública.

2. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, se entiende por contratos de servicios 
necesarios para la ejecución de una obra pública los contratos de conservación y manteni-
miento de carreteras, conservación y mantenimiento de edificios públicos y los suministros de 
los materiales mencionados en el apartado segundo del artículo 3.

Artículo 5. Modificación de los materiales en los contratos de obra pública.
Simultáneamente a las medidas previstas en los artículos anteriores de este Decreto-ley, 

en los contratos de obra pública, a petición de la empresa adjudicataria de la obra, ponde-
rando las circunstancias concurrentes en cada caso y previo informe del responsable del 
contrato, a criterio del órgano de contratación podrá acordarse una modificación de los mate-
riales tomados en cuenta para la elaboración del proyecto que sirvió de base a la licitación, 
siempre que la modificación permita una rebaja de los precios y no implique una merma en la 
funcionalidad y seguridad de la obra en ejecución.

A estos efectos, se fomentará la utilización de materiales cuya elección responda a crite-
rios que permitan una reducción de las emisiones y una huella de carbono baja.

La solicitud deberá incluir una propuesta de modificación de los materiales tomados en 
cuenta para la elaboración del proyecto que sirvió de base a la licitación y su sustitución por 
otros más económicos, y se tramitará de conformidad con lo dispuesto para las modifica-
ciones contractuales en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 
por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

Artículo 6. Retrasos en los plazos de ejecución por falta de suministros.
Durante la vigencia de las medidas dictadas por este Decreto-ley, si se originaran retrasos 

en los plazos parciales o totales de ejecución de las obras como consecuencia de la falta de 
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suministros por su escasez en el mercado, debidamente acreditada, no procederá la imposi-
ción de penalidades al adjudicatario del contrato. El responsable del contrato emitirá informe 
en el que determine la imputabilidad o no al adjudicatario del retraso producido.

Artículo 7. Revisión de precios en las futuras contrataciones de obra pública.
A partir de la entrada en vigor de este Decreto-ley, mientras sean aplicables estas me-

didas, los órganos de contratación deberán incluir en los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares de la licitación de una obra pública que se tramiten por procedimiento abierto la 
revisión periódica y predeterminada de precios y la fórmula de revisión que deba aplicarse 
según lo previsto en el artículo 103 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, y la 
normativa vigente sobre desindexación.

Disposición adicional primera. Habilitación para la adopción de medidas extraordinarias de 
carácter presupuestario.

1. Corresponde al titular del Departamento competente en materia de hacienda la habilita-
ción de los créditos adecuados para proporcionar cobertura a todas las medidas excepcio-
nales en materia de revisión de precios en los contratos públicos objeto de este Decreto-ley.

2. Se declaran créditos ampliables, a los efectos de lo establecido en el apartado 1 del 
artículo 5 de la Ley 9/2021, de 30 de diciembre, de Presupuestos de la Comunidad Autónoma 
de Aragón para el ejercicio 2022, los créditos presupuestarios precisos para atender los 
gastos derivados de la aplicación de este Decreto-ley.

Disposición adicional segunda. Aplicación a los entes locales aragoneses.
Las medidas excepcionales previstas en este Decreto-ley serán de aplicación a los entes 

locales, previo acuerdo expreso de éstos en este sentido.

Disposición final primera. Desarrollo y ejecución del Decreto-ley.
Se faculta a la persona titular de la Consejería competente en materia de hacienda para 

dictar cuantas disposiciones generales y actos administrativos sean necesarios para el desa-
rrollo y ejecución de este Decreto-ley.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.
Este Decreto-ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el “Boletín Oficial de 

Aragón”.

Zaragoza, 6 de abril de 2022.

El Presidente del Gobierno de Aragón,
JAVIER LAMBÁN MONTAÑÉS

El Consejero de Hacienda 
y Administración Pública,
CARLOS PÉREZ ANADÓN
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      6.SUBVENCIONES Y AYUDAS
   CONSEJO DE GOBIERNO

   CVE-2022-2632   Decreto 28/2022, de 7 de abril, por el que se regula la concesión di-
recta de subvenciones acogidas al marco temporal de ayudas como 
consecuencia de la alarma provocada por el COVID-19 para el man-
tenimiento de las explotaciones de producción cárnica de Cantabria.

   La pandemia de COVID-19 ha provocado una importante perturbación del mercado de dis-
tintos productos alimentarios tanto en el hogar como fuera del mismo. En este sentido cabe 
destacar el impacto registrado en determinados sectores, a destacar el de bebidas, viticultura, 
ornamentales, etc. Para paliar esta situación, se han establecido y se están articulando medi-
das excepcionales de carácter temporal que autorizan excepciones a determinadas disposicio-
nes reglamentarias para hacer frente a la perturbación del mercado, causada por la pandemia 
de COVID-19. 

 El sector ganadero tampoco ha estado ajeno a esta realidad. La crisis sanitaria está impac-
tando también con fuerza sobre las explotaciones de producción cárnica, debido fundamen-
talmente a la incertidumbre que rodea a la crisis del coronavirus y la duración de dicha crisis, 
las aperturas parciales de la restauración y hostelería, consumidores de carne de proximidad. 

 Asimismo, durante los últimos meses se viene registrando una importante subida de los 
precios de los piensos para el ganado y de otros insumos, que han resultado en un incremento 
considerable de los costes de producción, a lo que debe añadirse el importante incremento de 
la factura eléctrica y de los hidrocarburos. 

 Por otra parte, debe ponerse de manifi esto las características diferenciales del sector pro-
ductor cárnico en Cantabria, basado en un manejo extensivo del ganado, lo que reporta im-
portantes benefi cios medioambientales, que deben mantenerse, más aún a la vista de las 
exigencias que a corto plazo deberán cumplirse en el marco del futuro Plan Estratégico de la 
PAC. Efectivamente, el mantenimiento de las explotaciones de producción cárnica en Cantabria 
redunda en el mantenimiento de los pastizales de montaña, muchos de ellos constitutivos de 
ecosistemas silvopastorales únicos, identifi cados en muchos casos como pastos medioambien-
talmente sensibles, o incluso formando parte de la Red Natura de Cantabria. 

 Por tanto, la situación crítica que está atravesando el sector cárnico en la actualidad exige 
instrumentalizar líneas de apoyo directo a las explotaciones ganaderas que palien la situación 
de un sector estratégico desde un punto visto económico, social y especialmente medioam-
biental, que asegure su permanencia en los espacios naturales, entendiendo esta actuación 
como una inversión de carácter inmaterial para el mantenimiento de esos sistemas silvopas-
torales que pudieran verse en peligro como consecuencia de la desaparición de la actividad 
ganadera en ellos. 

 Las ayudas que se contemplan en el presente Decreto se concederán con arreglo al Marco 
Temporal relativo a las medidas de ayuda estatal destinadas a respaldar la economía en el 
contexto del actual brote de COVID-19, regulado mediante la Comunicación de la Comisión de 
19 de marzo de 2020, C(2020)1863 (DO C 91I de 20-03-2020), modifi cada por Comunicacio-
nes C(2020) 2215 de la Comisión (DO C 112I, 04-04-2020, p. 1), C(2020) 3156 (DO C 164 de 
13-05-2020, p. 3), C(2020) 4509 (DO C 218 de 02-07-2020, p. 3), C(2020) 7127 (DO C 340I, 
13-10-2020, p. 1) y C(2021) 564 (DO C 34 de 01-02-2021, p. 6), y el Marco Nacional Tem-
poral relativo a las medidas de ayuda a empresas y autónomos consistentes en subvenciones 
directas, anticipos reembolsables, ventajas fi scales, garantías de préstamos y bonifi caciones 
de tipos de interés en préstamos destinados a respaldar la economía en el contexto del actual 
brote de COVID-19 aprobado por la Comisión Europea en su Decisión SA.56851 (2020/N) de 
2 de abril, así como sus modifi caciones posteriores aprobadas por la misma en sus decisiones 
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SA.57019 (2020/N), de 24 de abril de 2020, SA.59196 (2020/N) de 11 de diciembre de 2020, 
y SA.59723 (2020/N), de 19 de febrero de 2021. 

 Este Marco Temporal resulta aplicable hasta el 30 de junio de 2022, y en su versión con-
solidada, tras las cinco modifi caciones que ha tenido para ir adaptándose al contexto de la 
pandemia, en el apartado 3.1, se habilita la posibilidad de conceder subvenciones directas de 
importe limitado. 

 El artículo 22.2.c de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, general de subvenciones, esta-
blece la posibilidad de conceder de forma directa, con carácter excepcional, subvenciones que 
acrediten razones de interés público, social, económico o humanitario u otras debidamente 
justifi cadas que difi cultan su convocatoria pública. Asimismo, el artículo 22.3.c) de la Ley de 
Cantabria 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria contempla la posibilidad de 
conceder de forma directa subvenciones cuando las características especiales de la persona 
benefi ciaria o de la actividad subvencionada excluyan la posibilidad de acceso de cualquier otro 
interesado, haciendo inexistente la concurrencia. 

 En este caso concurren razones de interés público y social para, en este ejercicio, y con fi -
nanciación pública, socorrer a las explotaciones ganaderas de producción cárnica de Cantabria, 
para tratar de asegurar, en las actuales circunstancias de difi cultades de mercado, el mante-
nimiento de la actividad ganadera en los sectores de vacuno de carne y de ovino y caprino 
de carne de Cantabria, estando justifi cada la modalidad de subvención mediante concesión 
directa, en tanto en cuanto hace inexistente la concurrencia competitiva. 

 El presente Decreto tiene por objeto regular la concesión directa de ayudas, acogidas al 
Marco Temporal, a las explotaciones ganaderas de producción cárnica. En su planteamiento se 
ha considerado necesario articular un procedimiento de concesión de la ayuda, sencillo en su 
gestión y pago. 

 Así, con el objetivo de evitar cargas administrativas adicionales a los ganaderos, y facili-
tar una rápida gestión de la ayuda, se utilizará la información contenida en las solicitudes de 
ayuda de la Política Agrícola Común, y la obrante en los servicios gestores de la Consejería de 
Desarrollo Rural, Ganadería, Pesca, Alimentación y Medio Ambiente. En este sentido podrán 
ser benefi ciarios de la ayuda los titulares de explotaciones ganaderas de carne a los que en la 
campaña 2021 se haya concedido en Cantabria el anticipo de la ayuda asociada para las explo-
taciones que mantengan vacas nodrizas establecida en la sección 2ª y/o se les haya concedido 
en Cantabria el anticipo de la ayuda asociada para las explotaciones de ovino establecidos en 
la sección 5.ª y/o se les haya concedido en Cantabria el anticipo de la ayuda asociada para 
las explotaciones de caprino establecidos en la sección 6.ª del capítulo II del Real Decreto 
1075/2014, de 19 de diciembre. En el caso de las explotaciones de ovino y caprino, deberán 
tener una clasifi cación zootécnica de «reproducción para la producción de carne», o "reproduc-
ción para la producción mixta". 

 Destacar fi nalmente que, sin perjuicio de los aspectos específi cos previstos en este De-
creto, todas las cuestiones relacionadas con la gestión de estas subvenciones se sujetarán a 
lo recogido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y su normativa 
de desarrollo, así como a lo dispuesto en la Ley de Cantabria 10/2006, de 17 de julio, de sub-
venciones de Cantabria. 

 De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 9.2, 22.3.c) y 29 de la Ley de Cantabria 
10/2006, de 17 de julio, de subvenciones de Cantabria a propuesta de la Consejería de Desa-
rrollo Rural, Ganadería, Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, previo informe de la Consejería 
de Economía y Hacienda, de la Dirección General de Servicio Jurídico, de la Dirección General 
de Tesorería y Presupuestos y Política Financiera, y dela Intervención General, y previa delibe-
ración del Consejo de Gobierno en su reunión del 7 de abril de 2022, 
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 DISPONGO 

 Artículo 1. Objeto. 
 Este Decreto tiene por objeto regular la concesión directa de una subvención a los 3.231 

titulares de explotaciones ganaderas de carne, que fi guran en el Anexo II, a los que en la cam-
paña 2021 se ha concedido en Cantabria el anticipo de la ayuda asociada para las explotacio-
nes que mantengan vacas nodrizas establecida en la sección 2ª y/o el anticipo de la ayuda aso-
ciada para las explotaciones de ovino establecidos en la sección 5.ª y tienen una clasifi cación 
zootécnica de «reproducción para la producción de carne», o "reproducción para la producción 
mixta" y/o el anticipo de la ayuda asociada para las explotaciones de caprino establecidos en 
la sección 6.ª y tienen una clasifi cación zootécnica de «reproducción para la producción de 
carne», o "reproducción para la producción mixta", del capítulo II del Real Decreto 1075/2014, 
de 19 de diciembre, con el fi n de asegurar el mantenimiento de la actividad ganadera de las 
explotaciones de producción cárnica de Cantabria. 

 Artículo 2. Régimen jurídico aplicable. 
 1. El régimen jurídico al que se sujetan las subvenciones previstas en el presente Decreto 

es el establecido en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y su Re-
glamento, aprobado mediante Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, en tanto que legislación 
básica, y en la Ley de Cantabria 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. Asi-
mismo, habrá que estar a la Ley de Cantabria 10/2021, de 23 de diciembre, de Presupuestos 
Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2022. 

 2. Estas ayudas se encuadran en el Marco Temporal relativo a las medidas de ayuda esta-
tal destinadas a respaldar la economía en el contexto del actual brote de COVID-19, regulado 
mediante la Comunicación de la Comisión de 19 de marzo de 2020, C(2020)1863 (DO C 91I de 
20-03-2020), modifi cada por Comunicaciones C(2020) 2215 de la Comisión (DO C 112I, 04-
04-2020, p. 1), C(2020) 3156 (DO C 164 de 13-05-2020, p. 3), C(2020) 4509 (DO C 218 de 
02-07-2020, p. 3), C(2020) 7127 (DO C 340I, 13-10-2020, p. 1) y C(2021) 564 (DO C 34 de 
01-02-2021, p. 6), y el Marco Nacional Temporal relativo a las medidas de ayuda a empresas y 
autónomos consistentes en subvenciones directas, anticipos reembolsables, ventajas fi scales, 
garantías de préstamos y bonifi caciones de tipos de interés en préstamos destinados a respaldar 
la economía en el contexto del actual brote de COVID-19 aprobado por la Comisión Europea en 
su Decisión SA.56851 (2020/N) de 2 de abril, así como sus modifi caciones posteriores apro-
badas por la misma en sus decisiones SA.57019 (2020/N), de 24 de abril de 2020, SA.59196 
(2020/N) de 11 de diciembre de 2020, y SA.59723 (2020/N), de 19 de febrero de 2021. 

 Artículo 3. Benefi ciarios, requisitos y obligaciones. 
 1. Podrán ser benefi ciarios de esta subvención los 3.231 titulares de explotaciones destina-

das a la producción de carne, que fi guran en el Anexo II, a los que en la campaña 2021 se ha 
concedido en Cantabria el anticipo de la ayuda asociada para las explotaciones que mantengan 
vacas nodrizas establecida en la sección 2ª y/o se les haya concedido en Cantabria el anticipo 
de la ayuda asociada para las explotaciones de ovino establecidos en la sección 5.ª y/o se les 
haya concedido en Cantabria el anticipo de la ayuda asociada para las explotaciones de caprino 
establecidos en la sección 6.ª del capítulo II del Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre. 
En el caso de las explotaciones de ovino y caprino, deberán tener una clasifi cación zootécnica 
de «reproducción para la producción de carne», o "reproducción para la producción mixta". 

 2. Los titulares de explotaciones ganaderas deberán, además, cumplir con los requisitos 
exigidos en el artículo 12 y con las obligaciones previstas en el artículo 13 de la Ley de Canta-
bria 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. 
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 Artículo 4. Financiación y cuantía. 
 1. La cuantía total de las ayudas que se convocan asciende a 1.206.960,5 euros, que se 

fi nanciarán con cargo a la partida presupuestara 05.03.414 A.773, conforme establece la Ley 
de Cantabria 10/2021, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autó-
noma de Cantabria para el año 2022. 

 2. Para calcular la cuantía de la subvención que corresponde a cada benefi ciario se tendrán 
en cuenta los datos refl ejados en la solicitud de ayuda asociada a la vaca nodriza para explo-
taciones de vacuno, en la solicitud de ayuda asociada para explotaciones de ovino o en la soli-
citud de ayuda asociada para explotaciones de caprino previstas, respectivamente en las Sec-
ciones 2ª, 5ª y 6ª del Capítulo II del Real Decreto 1075/2014, de 19 de diciembre, que hayan 
presentado dentro del plazo establecido para la presentación de dichas solicitudes, conforme 
se establece en los artículos 2 y 3, relativo a presentación y plazo de la Orden MED/25/2020, 
de 16 de diciembre, por la que se convocan las ayudas fi nanciadas por el FEAGA (Fondo Euro-
peo Agrícola de Garantía) y FEADER (Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural) incluidas en 
la solicitud única para el año 2021. 

 3. De conformidad con lo señalado en el párrafo anterior, la cuantía de la subvención que 
corresponda a cada benefi ciario se calculará del siguiente modo: 

 a) En el caso de las explotaciones de ganado bovino la subvención a percibir calculará en 
función del número de animales con derecho a cobro de la ayuda asociada para las explotacio-
nes que mantengan vacas nodrizas determinados en el proceso de pago realizado en fecha 26 
de enero de 2022 por el Servicio de Ayudas del Sector Agrario de la Dirección General de De-
sarrollo Rural (animales potencialmente subvencionables determinados). Se aplicará un pago 
por animal de 12,6 €. 

 b) En el caso de las explotaciones de ganado ovino la subvención a percibir calculará en 
función del número de animales con derecho a cobro de la ayuda asociada para las explotacio-
nes de ovino determinados en el proceso de pago realizado en fecha 9 de febrero de 2022 por 
el Servicio de Ayudas del Sector Agrario de la Dirección General de Desarrollo Rural (animales 
potencialmente subvencionables determinados). Se aplicará un pago por animal de 1,7 €. 

 c) En el caso de las explotaciones de ganado caprino la subvención a percibir calculará en 
función del número de animales con derecho a cobro de la ayuda asociada para las explotacio-
nes de caprino determinados en el proceso de pago realizado en fecha 10 de febrero de 2022 
por el Servicio de Ayudas del Sector Agrario de la Dirección General de Desarrollo Rural (ani-
males potencialmente subvencionables determinados). Se aplicará un pago por animal de 1 €. 

 Artículo 5. Procedimiento de concesión. 
 1. Las subvenciones serán otorgadas por el procedimiento de concesión directa, con arreglo 

a lo dispuesto en los artículos 22.3 y 29 de la Ley de Cantabria 10/2006, de 17 de julio. 
 2. Las subvenciones reguladas en este Decreto tienen carácter singular, sin que resulte 

precisa la convocatoria pública al no existir concurrencia competitiva puesto que pueden ser 
benefi ciarios de las mismas todos los titulares de explotaciones ganaderas de carne en los 
términos señalados en el artículo 1. 

 3. El procedimiento se iniciará mediante solicitud del interesado según el modelo que se 
recoge como Anexo I al presente Decreto, dirigida a la Consejería competente en materia de 
Ganadería y podrá tramitarse de forma abreviada conforme al artículo 28 de la Ley de Canta-
bria 10/2006, de 17 de julio. 

 Artículo 6. Solicitud, documentación y plazo de presentación. 
 1. La solicitud, cuyo modelo se recoge como Anexo I al presente Decreto, podrá presen-

tarse en los lugares establecidos en el artículo 134.8 de la Ley de Cantabria 5/2018, de 22 de 
noviembre, de Régimen Jurídico del Gobierno, de la Administración y del Sector Publico Insti-
tucional de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
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 2. La presentación de la solicitud conllevará autorización al órgano instructor para recabar 
el certifi cado sobre el estado de cumplimiento de sus obligaciones tributarias con el Gobierno 
de Cantabria, con la Agencia Estatal de Administración Tributaria (AEAT) y frente a la Seguri-
dad Social, así como para recabar y utilizar los datos consignados en las solicitudes incluidas 
en la Solicitud Única para 2021 a que se refi eren los artículos 3 y 4. 

 3. El solicitante podrá denegar expresamente el consentimiento para la comprobación de 
los datos previstos en el artículo anterior, debiendo en este caso, aportar los correspondientes 
certifi cados acreditativos y los datos necesarios para la tramitación y resolución del procedi-
miento de concesión. 

 4. Además, cada solicitante deberá formular declaración responsable de no hallarse incurso 
en ninguna de las circunstancias impeditivas establecidas en el artículo 12.2 y 12.3 de la Ley 
10/2006 de Cantabria de 17 de julio, de Subvenciones y en el artículo 13.2 y 13.3 de la Ley 
38/2003, cumplimentando el apartado correspondiente en el modelo de solicitud. 

 5. No podrá realizarse el pago de la subvención en tanto los benefi ciarios no se hallen al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias con la Agencia Estatal de la Ad-
ministración Tributaria, frente a la Seguridad Social, y de sus obligaciones de derecho público 
con la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, o se haya dictado contra la 
persona benefi ciaria resolución de procedencia de reintegro, mientras no se satisfaga o se ga-
rantice la deuda. A tal efecto la Dirección General de Desarrollo Rural comprobará que concurre 
dicha circunstancia. 

 6. El plazo de presentación de las solicitudes será de 15 días desde el día siguiente a la 
publicación del presente Decreto en el Boletín Ofi cial de Cantabria. 

 7. Si la solicitud presentada careciera de alguno de los datos que en ella se requieren o la 
documentación recibida fuese defectuosa o faltase alguno de los documentos preceptivos, se 
requerirá al solicitante para que, en el plazo de diez días hábiles, subsane la falta o acompañe 
los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido 
de su petición, de conformidad con lo establecido en los artículos 68.1 y 73.2 de la Ley 39/2015 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

 8. Los datos de carácter personal facilitados en la solicitud serán incorporados a un fi chero 
automatizado de datos de titularidad de la Consejería competente en materia de Ganadería, 
con objeto de ser tratados única y exclusivamente para la fi nalidad propia para la que han sido 
solicitados y aportados. En cumplimiento de lo dispuesto en la ley orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de protección de datos de carácter personal y derechos digitales, los datos están a 
disposición de la entidad solicitante, teniendo derecho a acceder a ellos y pudiendo rectifi carlos 
o cancelarlos si así nos lo comunicase. 

 Artículo 7. Tramitación y resolución. 
 1. El órgano competente para la ordenación e instrucción del procedimiento es la Dirección 

General competente en materia de Desarrollo Rural del Gobierno de Cantabria, que realizará 
de ofi cio cuantas actuaciones estime necesarias para la determinación, conocimiento y com-
probación de los datos en virtud de los que deba realizarse la propuesta de resolución. 

 2. El órgano competente para la resolución del procedimiento es el titular de la Consejería 
competente en materia de Ganadería del Gobierno de Cantabria en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 9.2 c) de la Ley de Cantabria 10/2006, de 17 de julio. 

 3. Atendiendo a la pluralidad de personas interesadas en el procedimiento, la resolución 
que se dicte será objeto de publicación en el Boletín Ofi cial de Cantabria, siendo de aplicación 
lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 
de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. Los datos publicados se 
limitarán a indicar DNI/NIE ofuscado, nombre y apellidos y cuantía de la subvención concedida. 

 La publicación a través de este medio sustituirá a la notifi cación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 45.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Adminis-
trativo Común de las Administraciones Públicas 
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 4. Contra la resolución de concesión, que pondrá fi n a la vía administrativa, podrá interpo-
nerse recurso potestativo de reposición ante el titular de la Consejería competente en materia 
de Ganadería en el plazo de un mes o ser impugnada directamente ante la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 147.1 b) y 149 de la Ley de 
Cantabria 5/2018, de 22 de noviembre, de Régimen Jurídico del Gobierno, de la Administración 
y del Sector Público Institucional de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 

 Artículo 8. Pago y justifi cación. 
 1. Dictada la resolución de concesión de la ayuda, se procederá al pago de la misma. A 

tal efecto, la Dirección General de Desarrollo Rural tramitará la correspondiente propuesta de 
pago. 

 DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA 
 Habilitación 

   
 Se faculta al consejero de Desarrollo Rural, Ganadería, Pesca, Alimentación y Medio Am-

biente para dictar cuantas disposiciones fueran necesarias para el desarrollo y ejecución del 
presente Decreto. 

 DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA 
 Entrada en vigor 

 El presente Decreto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Ofi cial de 
Cantabria 

 Santander, 7 de abril de 2022. 
 El presidente del Consejo de Gobierno, 

 Miguel Ángel Revilla Roiz. 
 El consejero de Desarrollo Rural, Ganadería, 

Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, 
 Juan Guillermo Blanco Gómez. 
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   CONSEJO DE GOBIERNO

   CVE-2022-3020   Decreto 32/2022, de 21 de abril, por el que se regula la concesión 
directa de subvenciones destinadas a compensar la pérdida de ingre-
sos en la prestación de servicios públicos regulares de transporte de 
viajeros por carretera, de uso general y permanente de titularidad 
autonómica y sus servicios complementarios, después de la termi-
nación de la vigencia de los estados de alarma, resultado de la crisis 
generada por la COVID 19 y con el fi n de garantizar la movilidad y el 
acceso a servicios esenciales de la población.

   La red de transporte público por carretera en Cantabria, que tiene la consideración de ser-
vicio público de titularidad autonómica, se articula según un sistema concesional por el que 
la prestación de dicho servicio público se realiza de forma indirecta a través de operadores 
privados de transporte, según establece la normativa autonómica, y la legislación básica tanto 
nacional como europea. 

 Con fecha 30 de diciembre de 2020 se publicó en el Boletín Ofi cial de Cantabria el Decreto 
93/2020, de 23 de diciembre, por el que se regula la concesión directa de subvenciones des-
tinadas a compensar la pérdida de ingresos en la prestación de servicios públicos regulares de 
transporte de viajeros por carretera, de uso general y permanente de titularidad autonómica y 
sus servicios complementarios, resultado de la crisis generada por la COVID 19 y con el fi n de 
garantizar la movilidad y el acceso a servicios esenciales de la población. 

 Según se indicaba en su propia exposición de motivos, las diversas medidas adoptadas por las 
autoridades, tanto nacionales como autonómicas, como consecuencia de la crisis sanitaria gene-
rada por la COVID-19, unidas a la incertidumbre existente, el descenso de la actividad económica 
y la reducción consecuente de la movilidad, han generado un descenso notable de los ingresos 
de los servicios de transporte colectivo y de las actividades complementarias ligadas al servicio 
público de transporte como son las estaciones y terminales de transporte, elemento fundamental 
para asegurar la movilidad en condiciones mínimas de seguridad y protección contra la pandemia. 

 Si bien el citado Decreto 93/2020 tenía por objeto cubrir el défi cit de explotación generado 
después de la terminación de la vigencia del estado de alarma declarado por el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo y hasta la fi nalización del estado de alarma declarado posterior-
mente por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, con la prórroga establecida por el Real 
Decreto 956/2020, de 3 de noviembre, hemos de tener en cuenta que han sido numerosas 
las medidas adoptadas después que han seguido limitando la normal circulación de personas, 
causando un impacto muy importante en la demanda de transporte y afectando directamente 
a la oferta y por tanto al equilibrio económico de los operadores. 

 Así, junto a la exigencia de mantener la oferta de transporte se ha obligado a los prestadores 
del servicio a limitar la ocupación de los vehículos, con el consiguiente impacto en sus ingresos, 
así como a realizar inversiones y costes adicionales para preservar la salud de viajeros y tra-
bajadores, estableciendo unas condiciones no recogidas en los pliegos concesionales en virtud 
de los cuales se presta el servicio de transporte. Estas obligaciones han seguido vigentes para 
los operadores de transporte con posterioridad al periodo subvencionable recogido en el antes 
mencionado Decreto 93/2020 que, como se indicaba, abarcaba hasta el 9 de mayo de 2021. 

 En efecto, mediante la resolución de la Consejería de Sanidad de 11 de mayo de 2021 y sus 
diversas modifi caciones, se han adoptado medidas sanitarias para la prevención, contención y 
control de la pandemia, algunas de las cuales indicen directamente en la movilidad y el equi-
librio económico del servicio público de viajeros por carretera, por lo que se hace necesario 
seguir instrumentando estas ayudas, que permiten el mantenimiento del servicio público de 
transporte por carretera y de las actividades complementarias de servicio público, compen-
sando a los operadores por la prestación de dichos servicios. 
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 Tales circunstancias aconsejaron la aprobación de un segundo régimen de ayudas a través 
del Decreto 97/2021, de 11 de noviembre, publicado en el Boletín Ofi cial de Cantabria extraor-
dinario de 15 de noviembre, que atiende al objetivo de compensar la pérdida de ingresos en 
la prestación de servicios públicos regulares de transporte hasta el 15 de octubre de 2021. 

 Pues bien, la persistencia de las medidas adoptadas para la contención de la pandemia 
desde esta última fecha, que han incidido, como las anteriores, en la movilidad y el equilibrio 
económico del servicio público de viajeros por carretera, justifi ca la aprobación de un nuevo 
régimen de ayudas de la misma naturaleza que las anteriores, en este caso vinculadas a un 
periodo subvencionable comprendido entre el 16 de octubre y el 31 de diciembre de 2021. 

 En defi nitiva, las razones expuestas justifi can la procedencia de otorgar las ayudas que por 
medio de este decreto se regulan a través del procedimiento de concesión directa, dadas las 
especiales características de la actividad subvencionada y de las personas benefi ciarias. En 
efecto, tal como se señalaba, se trata de compensar la pérdida de ingresos de los operadores 
de transporte de viajeros por carretera originado por las medidas impuestas y están, por lo 
tanto, dirigidas a todos los operadores de servicios públicos regulares de transporte de viajeros 
por carretera, de uso general y permanente, de la Comunidad Autónoma de Cantabria y a las 
empresas concesionarias de estaciones y terminales de autobuses. En defi nitiva, se cumplen 
los requisitos contenidos en el segundo párrafo del artículo 22.3 c) de la Ley 10/2006, de 17 
de julio, de Subvenciones de Cantabria, que permite otorgar de forma directa las subvenciones 
cuando las características especiales de la persona benefi ciaria o de la actividad subvencionada 
excluyan la posibilidad de acceso a cualquier otro interesado, haciendo inexistente la concu-
rrencia competitiva. 

 En su virtud, vistas las previsiones contenidas en el artículo 22.3 c), segundo párrafo, y 29 
de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria, a propuesta del consejero 
de Industria, Turismo, Innovación, Transporte y Comercio y previa deliberación del Consejo de 
Gobierno en su reunión de 21 de abril de 2022, 

 DISPONGO 

 Artículo 1. Objeto y benefi ciarios. 
 1. El presente decreto tiene por objeto regular la concesión directa de subvenciones desti-

nadas a compensar la pérdida de ingresos en la prestación de servicios públicos regulares de 
transporte de viajeros por carretera, de uso general y permanente de titularidad autonómica 
y sus servicios complementarios, desde el 16 de octubre y hasta el 31 de diciembre de 2021, 
resultado de la crisis generada por la COVID 19 y con el fi n de garantizar la movilidad y el 
acceso a servicios esenciales de la población. 

 2. Podrán ser benefi ciarias de estas subvenciones: 
 a) las empresas prestadoras de los servicios públicos regulares de transporte de viajeros 

por carretera de uso general y permanente en las líneas de titularidad de la Comunidad Autó-
noma de Cantabria, siempre que: 

 - No hayan presentado solicitud de renuncia a ninguno de los citados servicios desde la 
entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 

 - Hayan satisfecho todas las deudas existentes con los centros y estaciones de transporte 
de titularidad autonómica. 

 - Hayan puesto a disposición de los usuarios medios de atención al público presenciales en 
puntos habilitados por la Administración Autonómica en estaciones de transporte y en un ho-
rario que cubra al menos el 50% del horario diario prestado por la empresa en el mes previo 
a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 

 b) Las empresas concesionarias de estaciones y terminales de autobuses de titularidad de 
la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
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 3. En ningún caso podrán adquirir la condición de benefi ciarias aquellas personas o entida-
des en quienes concurra alguna de las circunstancias detalladas en el artículo 12, apartados 2 
y 3, de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. 

 Artículo 2. Financiación de las subvenciones. 
 La fi nanciación de estas subvenciones se llevará a cabo con cargo a la aplicación 

12.05.453C.471.03 "Otras ayudas para el fomento del transporte de interés social" de los Pre-
supuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Cantabria para el año 2022, de acuerdo 
con la siguiente estimación: 

 ● Anualidad 2022. .............................. 600.000 € 

 Artículo 3. Régimen de concesión y régimen jurídico aplicable. 
 1. Estas subvenciones se concederán de forma directa, previa solicitud de los interesados, 

conforme a los artículos 22.3 c), segundo párrafo y 29 de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de 
Subvenciones de Cantabria. 

 2. El régimen jurídico al que se sujetan las subvenciones previstas en el presente decreto 
es el establecido en la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria 

 Artículo 4. Actuación subvencionable y cálculo de la ayuda. 
 1. El importe de la subvención servirá para sufragar la pérdida de ingresos por la presta-

ción de servicios de transporte público de transporte de viajeros por carretera de uso general 
de titularidad de la Comunidad Autónoma de Cantabria, y por la gestión y explotación de las 
estaciones y terminales públicas de autobuses que acogen los servicios de transporte de uso 
general, así como los costes por la desinfección de vehículos e instalaciones y el material para 
la protección de trabajadores y usuarios en el periodo para el que se solicita la subvención, en 
los términos a que se refi eren los apartados siguientes. 

 2. En el caso de las empresas que atienden servicios regulares de transporte público el im-
porte de la ayuda se determinará en función de los kilómetros realizados como consecuencia 
de la prestación de servicios públicos de transporte de viajeros por carretera de uso general de 
titularidad autonómica entre el 16 de octubre de 2021 y el 31 de diciembre de 2021, calculado 
como sigue: 

 a) Se tomarán como base los kilómetros efectivamente realizados en la prestación de los 
servicios en 2019. 

 b) El cálculo de la subvención se hará de acuerdo a la siguiente fórmula: 
 Subvención n = (0,42 *kms n ) + Cdc n  

 Siendo, 
  Subvención n = Subvención en el periodo para el que se solicita la subvención. 
  Kms n  = Kilómetros realizados por la empresa en el periodo subvencionable - kilóme-

tros subvencionados por otras subvenciones (rural, metropolitano, nocturno) en el periodo 
subvencionable. 

  Cdc n = Costes por la desinfección de vehículos e instalaciones, así como materiales y 
elementos físicos y mecánicos para la protección de trabajadores y usuarios y gastos de inte-
gración en planes coordinados de transportes adquiridos en 2021, siempre que no hayan sido 
subvencionados mediante otras líneas de ayuda. 

 c) Los costes de desinfección y gastos de coordinación se justifi carán mediante facturas 
por la adquisición de los productos y servicios de desinfección y protección de trabajadores y 
usuarios y por los citados gastos de coordinación. 

 3. En el caso de los concesionarios de estaciones y terminales de autobuses de Cantabria, 
el importe de la ayuda se calculará en función de la pérdida de ingresos desde el 16 de octubre 
de 2021 y hasta el 31 de diciembre de 2021 según las siguientes condiciones: 
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 a) Para realizar el cálculo se aplicará la siguiente fórmula: 
 Subvención n = I 19   - I n  + Cd n  + Ca n  

 Siendo, 
  Subvención n = Subvención en el periodo para el que se solicita la subvención. 
  I 19  = Facturación (sin IVA) realizada en el periodo equivalente de 2019 al que se solicita 

la subvención, por la aplicación de tasas de estación a los servicios públicos de viajeros de uso 
general y otros servicios complementarios. 

  I n  = Facturación (sin IVA) realizada en el periodo para el que se solicita la subvención 
por la aplicación de tasas de estación a los servicios públicos de viajeros de uso general y otros 
servicios complementarios. 

  Cd n  = Costes por la desinfección de instalaciones, así como materiales y elementos 
físicos y mecánicos para la protección de trabajadores y usuarios adquiridos en 2021, siempre 
que no hayan sido subvencionados mediante otras líneas de ayuda. 

  Ca n  = Coste auditoría del período subvencionable. 
 b) Los costes de desinfección y adquisición de material para la protección de trabajadores 

y usuarios así como los de auditoría se justifi carán mediante las correspondientes facturas. 
 c) La facturación deberá haber sido auditada por un auditor de cuentas independiente que 

verifi que las cantidades efectivamente realizadas. 
 4. Las ayudas comprendidas en este decreto serán compatibles con otras subvenciones, 

ingresos o recursos para la misma fi nalidad, procedentes de cualesquiera Administraciones o 
entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea o de organismos internacionales. 
No obstante, el importe total de las ayudas y subvenciones en ningún caso podrá ser de tal 
cuantía que, aislada o conjuntamente, supere el ingreso efectivamente realizado en 2019, ni 
podrán concederse si se supera alguno de los límites máximos establecidos por la normativa 
estatal y/o de la Unión Europea correspondiente. 

 Artículo 5. Plazo y forma de presentación de las solicitudes. 
 1. El plazo de presentación de las solicitudes será de 15 días hábiles a partir del día si-

guiente al de la publicación de este decreto en el Boletín Ofi cial de Cantabria. 
 2. Las solicitudes se dirigirán al Sr. Consejero de Industria, Turismo, Innovación, Transporte 

y Comercio y deberán presentarse en el Registro Electrónico Común de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria en la dirección electrónica "https://sede.cantabria.es/". El 
certifi cado electrónico con el que se fi rma la documentación presentada deberá corresponder 
a la persona que ostente la representación legal de la empresa solicitante. 

 Artículo 6. Documentación que debe acompañarse a la solicitud. 
 1. Las solicitudes de subvención deberán presentarse debidamente cumplimentadas, fe-

chadas y fi rmadas por el solicitante o su representante legal utilizando el modelo de solicitud 
indicado en el Anexo I de este decreto y acompañadas de la siguiente documentación: 

 a) En el caso de empresas de servicios regulares de transporte público de viajeros por ca-
rretera de uso general de titularidad de la Comunidad Autónoma de Cantabria: 

 1) Memoria explicativa y justifi cativa, que contendrá los kilómetros realizados en el periodo 
subvencionable, con indicación de los servicios y rutas, así como los kilómetros para los que se 
hayan solicitado ya otras líneas de ayudas. 

 La memoria se presentará conforme al Anexo II de este Decreto, debiendo ir acompañada de: 
 ● Horarios de los servicios en el periodo subvencionable, detallando los diferentes calenda-

rios y modifi caciones en caso de haber realizado variaciones a lo largo del periodo. 
 ● Kilómetros efectivos realizados en el periodo subvencionable. 
 2) Facturas y justifi cantes de pago de la desinfección de vehículos e instalaciones y de los 

materiales y elementos físicos y mecánicos para la protección de trabajadores y usuarios, así 
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como de los relativos a la integración en planes coordinados de transportes, adquiridos en 
2021, siempre que no hayan sido subvencionados mediante otras líneas de ayuda. 

 3) Facturas y justifi cantes de pago a los centros y estaciones de transporte de titularidad 
autonómica o certifi cado expedido por los gestores de los centros y estaciones de transporte 
de encontrarse al corriente de pagos. 

 4) Declaración responsable de haber puesto a disposición de los usuarios medios de aten-
ción al público presenciales mediante la apertura de los puntos de venta situadas en estaciones 
de transporte en un horario que cubra al menos el 50% del horario diario existente el mes 
previo a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo. 

 b) En el caso de concesionarios de estaciones y terminales públicas de autobuses de titu-
laridad autonómica: 

 1) Memoria explicativa y justifi cativa, según Anexo III, que contendrá: 
 ● Ingresos obtenidos en el periodo equivalente de 2019 al que se presenta la solicitud de 

subvención, acompañado de las facturas e ingresos por tasas por la utilización de las instala-
ciones por los servicios de transporte regulares de uso general y servicios complementarios. 

 ● Ingresos obtenidos en el periodo subvencionable, acompañado de las facturas e ingresos 
por tasas por la utilización de las instalaciones por los servicios de transporte regulares de uso 
general y servicios complementarios. 

 ● Informe de auditor de cuentas independiente, certifi cando la veracidad de los ingresos 
declarados en los puntos anteriores. 

 2) Facturas y justifi cantes de pago de la desinfección de instalaciones, así como de los 
materiales y elementos físicos y mecánicos para la protección de trabajadores y usuarios, ad-
quiridos en 2021, siempre que no hayan sido subvencionados mediante otras líneas de ayuda. 

 3) Facturas y justifi cantes de pago por los honorarios profesionales de los auditores de 
cuentas. 

 c) Además, todos los solicitantes deberán presentar los siguientes documentos: 
 1) En el caso de personas jurídicas constituidas bajo cualquiera de las fórmulas jurídicas 

que contempla la vigente legislación, se acompañará copia de la escritura pública de consti-
tución y, en su caso, de las modifi caciones posteriores, debidamente inscritas, en el Registro 
Mercantil cuando este requisito fuera exigible conforme a la legislación que le sea aplicable; si 
no lo fuere, escritura o documento de constitución, de modifi cación, estatutos o acta fundacio-
nal, en la que constaren las normas por las que se regula su actividad, inscritos, en su caso, en 
el correspondiente Registro Ofi cial, así como del poder acreditativo del representante fi rmante 
de la solicitud. Todo lo anterior para el caso de que esta documentación no obre ya en poder 
de la Administración o hayan variado los datos proporcionados en su momento. 

 2) Declaración responsable de que en el solicitante no concurre ninguna de las circuns-
tancias previstas en los apartados 2 y 3 del artículo 12 de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de 
Subvenciones de Cantabria (incluido en Anexo I de solicitud). 

 3) Ficha de tercero debidamente cumplimentada (Anexo IV). Todo lo anterior para el caso 
de que esta documentación no obre ya en poder de la Administración o hayan variado los datos 
proporcionados en su momento. 

 2. La presentación del modelo normalizado de solicitud (Anexo I) conllevará la autorización 
de la persona o entidad solicitante a la Dirección General de Transportes y Comunicaciones 
para recabar los certifi cados a emitir por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria 
(AEAT), por la Agencia Cántabra de Administración Tributaria y por la Tesorería General de 
la Seguridad Social, que permitan comprobar si el solicitante está al corriente en el cumpli-
miento de sus obligaciones con estos organismos, así como de situación general en el I.A.E., 
y del Impuesto de Sociedades o, en su caso, impuesto sobre la renta de las personas físicas 
correspondiente al último ejercicio, a través de certifi cados telemáticos. Asimismo, conllevará 
la autorización para que la referida Dirección General pueda recabar los datos relativos a la 
identidad de los solicitantes o sus representantes, que deberán tener los documentos corres-
pondientes a la misma en vigor. 
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 En el supuesto de que el solicitante manifestara expresamente que no otorga dicha autori-
zación para recabar los certifi cados acreditativos, deberá presentar, junto con su solicitud de 
subvención, certifi cación expedida por la A.E.A.T. y por la Hacienda de la Comunidad Autó-
noma acreditativas de estar al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, y 
de situación general del I.A.E. y del Impuesto de Sociedades o, en su caso, Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas correspondiente al último ejercicio, así como certifi cación del 
órgano competente de la Tesorería General de la Seguridad Social de hallarse al corriente en 
el pago de las cuotas y demás conceptos de recaudación conjunta. En caso de exención del 
I.A.E. se presentará declaración responsable de estar exento, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 82 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley reguladora de Haciendas Locales (incluido en Anexo I de solicitud). 

 Igualmente, en caso de no autorizar de forma expresa a la Dirección General a recabar los 
datos relativos a la identidad de los solicitantes o sus representantes, deberá aportar el CIF de 
la entidad solicitante o N.I.F. según corresponda, y el DNI en vigor, o documento equivalente, 
de su representante. 

 Artículo 7. Instrucción y propuesta de resolución. 
 1. Corresponde a la Dirección General de Transportes y Comunicaciones la ordenación e 

instrucción del procedimiento de concesión de las subvenciones reguladas en este decreto. 
 2. Si la solicitud de subvención no reúne los requisitos que se señalan en este decreto, la 

Dirección General de Transportes y Comunicaciones requerirá a la persona o entidad solicitante 
para que, en el plazo legalmente establecido, subsane la falta o aporte los documentos pre-
ceptivos, de acuerdo con lo previsto en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. En el requerimiento se le 
advertirá expresamente de que, en caso de no aportar la documentación solicitada, se le tendrá 
por desistida de su solicitud, previa resolución que deberá ser dictada al efecto, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 23.5 de la Ley 10/2006, de Subvenciones de Cantabria. 

 3. Asimismo, se podrá solicitar a los interesados que aporten cuantos datos y documentos 
sean necesarios para dictar la correspondiente resolución en cualquier momento del procedi-
miento. 

 4. El órgano instructor, a la vista de la documentación obrante en el expediente, formulará la 
propuesta de resolución correspondiente y la elevará al órgano competente para su resolución. 

 Artículo 8. Resolución. 
 1. Corresponde al Consejero de Industria, Turismo, Innovación, Transporte y Comercio re-

solver el procedimiento de concesión de las ayudas reguladas en este decreto. 
 La resolución, que habrá de ser motivada, determinará la persona o entidad solicitante a la 

que se concede la subvención, la actividad objeto de subvención y la cuantía otorgada a cada 
benefi ciario, haciéndose constar, de manera expresa, en su caso, la desestimación de las soli-
citudes que no reúnan los requisitos exigidos por este decreto. 

 2. La resolución será notifi cada individualmente por la Dirección General de Transportes y 
Comunicaciones a todos los solicitantes a través de la sede electrónica de la Administración de 
la Comunidad Autónoma de Cantabria en el plazo de diez días hábiles a partir de la fecha en 
que haya sido dictada. La resolución pondrá fi n a la vía administrativa y contra la misma podrá 
interponerse recurso potestativo de reposición ante el mismo órgano que la hubiera dictado en 
el plazo de un mes contado a partir del día siguiente a su notifi cación o directamente recurso 
contencioso-administrativo en el plazo de dos meses a partir del día siguiente a su notifi cación, 
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cantabria. 

 3. El plazo máximo de resolución del procedimiento será de seis meses, contado a partir de 
la presentación de la solicitud, transcurrido el cual sin haberse dictado y notifi cado la resolu-
ción expresa a los interesados se entenderá desestimada, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 25.5 de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. 
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 4. Se procederá a la publicación de estas subvenciones en los términos previstos en el 
artículo 17 de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. Las subvencio-
nes que, por razón de su cuantía, no sean objeto de la publicación referida, serán expuestas, 
con expresión de la convocatoria, el crédito presupuestario al que se imputen, benefi ciario e 
importe de la subvención, en el tablón de anuncios de la Dirección General de Transportes y 
Comunicaciones (calle Cádiz, nº 2, primera planta, de Santander). 

 Artículo 9. Justifi cación y pago de las subvenciones. 
 1. La subvención se justifi cará con carácter previo a su concesión, mediante el cumpli-

miento de los requisitos y aportación de la documentación exigida en este decreto. La subven-
ción, una vez concedida, se abonará en un único pago. 

 2. No podrá realizarse el pago de la subvención en tanto el benefi ciario no se encuentre al 
corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social o 
de cualquier otro ingreso de derecho público, o se haya dictado contra la persona benefi ciaria 
resolución de procedencia de reintegro, mientras no se satisfaga o se garantice la deuda de la 
manera prevista en la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. 

 3. El interesado podrá presentar la renuncia a la subvención, siempre que esta renuncia 
esté motivada y no existan terceros interesados en la continuación del procedimiento ni un 
interés público que aconseje proseguirlo. 

 Artículo 10. Obligaciones, inspección y publicidad. 
 1. Los benefi ciarios de las subvenciones previstas en el presente decreto deberán cumplir 

las obligaciones señaladas con carácter general en el artículo 13 de la Ley 10/2006, de 17 de 
julio, de Subvenciones de Cantabria. 

 2. Además, en particular, estarán sujetos a las que a continuación se relacionan: 
 a) Las empresas prestadoras de servicios regulares de transporte deberán mantener desde 

el momento de presentación de su solicitud de ayuda y al menos hasta el día 10 de diciembre 
de 2022, la siguiente oferta: 

 ‒ El 100% de los servicios existentes en el mismo periodo de 2019 en hora punta, conside-
rando hora punta los servicios comprendidos entre las 6:00 y 9:30 horas, entre las 13:30 y las 
15:30 horas y entre las 19:00 y las 22:00 horas, de lunes a viernes laborables. 

 ‒ El 80% de los servicios existentes en el mismo periodo de 2019 en las horas no compren-
didas en el punto anterior, así como los servicios efectuados los sábados laborables. 

 ‒ El 75% de los servicios existentes en el mismo periodo de 2019 los domingos y festivos. 
 Lo anterior salvo exigencia normativa derivada de razones sanitarias o autorización expresa 

de la Dirección General de Transportes y Comunicaciones. 
 b) Las empresas prestadoras de servicios regulares de transporte no podrán presentar so-

licitud de renuncia de algún servicio hasta el día 10 de diciembre de 2022. 
 c) Las empresas prestadoras de servicios regulares de transporte deberán cumplir todas las 

obligaciones establecidas en la normativa de transportes. 
 d) Facilitar toda la información relacionada con la subvención que les sea requerida por la 

Dirección General de Transportes y Comunicaciones, la Intervención General de la Comunidad 
Autónoma de Cantabria, el Tribunal de Cuentas u otros órganos competentes, y a someterse 
a las actuaciones de control fi nanciero que corresponden a esa Intervención y al Tribunal de 
Cuentas, sin perjuicio de lo establecido en la normativa en materia de protección de datos. 

 e) Comunicar a la Dirección General de Transportes y Comunicaciones la obtención de otras 
ayudas, ingresos o recursos para la misma fi nalidad, procedentes de cualesquiera otras Admi-
nistraciones o entes, públicos o privados, nacionales o internacionales. 

 f) Poner especial atención en el cumplimiento de la normativa relativa a la prevención de 
transmisión del COVID-19 por parte de usuarios del transporte y trabajadores. 
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 g) Las entidades benefi ciarias de subvenciones por importe mínimo de 10.000 euros de-
berán publicar las retribuciones anuales e indemnizaciones de las personas titulares de los 
órganos de administración o dirección, tales como presidente, secretario general, gerente, 
tesorero y director técnico, al efecto de hacerlas públicas, de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 28.6 la Ley de Cantabria 1/2018, de 21 de marzo, de Transparencia de la Actividad 
Pública, en los términos previstos en el artículo 39.6 de esa norma. Para el cumplimiento de 
esta obligación, la Dirección General de Transportes y Comunicaciones deberá requerir la docu-
mentación justifi cativa correspondiente, que habrá de ser remitida por el benefi ciario obligado 
en el plazo de 15 días hábiles. 

 Artículo 11. Incumplimientos: Régimen de revocación y reintegro. 
 1. Procederá la revocación de la subvención y, en su caso, el reintegro, total o parcial, de 

las cantidades percibidas, con la exigencia del interés de demora correspondiente desde el 
momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se reintegren voluntariamente los 
fondos percibidos o se acuerde por el órgano competente de la concesión la procedencia del 
reintegro, cuando concurra cualquiera de las causas de reintegro tipifi cadas en el artículo 38 
de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria, así como en el caso esta-
blecido en el artículo 28.6 de la Ley Cantabria 1/2018, de 21 de marzo, de Transparencia de 
la Actividad Pública. El procedimiento de reintegro se ajustará a lo establecido en el Capítulo 
II del Título II de dicha Ley. 

 2. En caso de que se haya efectuado el pago, el benefi ciario podrá devolver de forma volun-
taria los fondos recibidos, sin el previo requerimiento de la Administración, para lo cual deberá 
solicitar el documento de ingreso modelo 046 a la Dirección General de Transportes y Comu-
nicaciones y remitir posteriormente a la misma el justifi cante de haber efectuado el ingreso. 

 3. A fi n de ponderar los incumplimientos se exigirá la revocación parcial o total teniendo en 
cuenta los siguientes criterios: 

 a) Se considerará que existe incumplimiento total y se procederá a revocar el 100% de la ayuda: 
 1) Cuando la Dirección General de Transportes y Comunicaciones compruebe falsedad do-

cumental por parte de benefi ciario. 
 2) Cuando se produzca incumplimiento de las obligaciones establecidas por las autoridades 

sanitarias. 
 b) Se considerará que existe incumplimiento parcial y se procederá a revocar proporcional-

mente la ayuda en los siguientes supuestos: 
 1) Cada vez que se preste una oferta de servicio inferior a la establecida en el artículo 10.2 

a) de este decreto, salvo que se fundamente en imposiciones de la autoridad sanitaria o medie 
autorización de la Administración, se revocará el 0,01% de la ayuda. 

 2) Cuando se renuncie a algún servicio incumpliendo la obligación prevista en el artículo 
10.2 b) de este decreto se revocará la subvención en cuantía equivalente al porcentaje de par-
ticipación que hubiera tenido el citado servicio, a efectos del cálculo de la ayuda, en el conjunto 
de los prestados por la empresa benefi ciaria. 

 4. El procedimiento de revocación y reintegro se tramitará conforme a lo establecido en el 
Capítulo II del Título II de dicha Ley, siendo competente para la incoación del expediente el 
Director General de Transportes y Comunicaciones y para su resolución el órgano concedente 
de la subvención. 

 5. En el supuesto de que el importe de la subvención, aisladamente o en concurrencia con 
otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos, supere el coste de la actividad subvencio-
nada, procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad subvencionada, 
así como la exigencia del interés de demora correspondiente. 

 6. Los benefi ciarios de las subvenciones reguladas por este decreto quedarán sometidos a 
las responsabilidades y al régimen sancionador que sobre infracciones y sanciones adminis-
trativas en materia de subvenciones se establecen en el Título IV de la Ley 10/2006, de 17 de 
julio, de Subvenciones de Cantabria. 
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 Artículo 12. Responsabilidad y régimen sancionador. 
 Los benefi ciarios de las subvenciones reguladas por este decreto quedarán sometidos a las 

responsabilidades y al régimen sancionador que sobre infracciones y sanciones administrativas 
en materia de subvenciones se establece en el Título IV de la Ley 10/2006, de 17 de julio, de 
Subvenciones de Cantabria. 

 Disposición fi nal primera. Régimen supletorio. 
 En lo no previsto en el presente decreto será de aplicación lo dispuesto en el Reglamento 

(CE) nº 1370/2007, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, sobre 
los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera y por el que se dero-
gan los Reglamentos (CEE) nº 1191/69 y (CEE) nº 1107/70 del Consejo, y en la Ley 10/2006, 
de 17 de julio, de Subvenciones de Cantabria. 

 Disposición fi nal segunda. Entrada en vigor. 
 El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Ofi cial 

de Cantabria. 

 Santander, 21 de abril de 2022. 
 El presidente del Gobierno de Cantabria, 

 Miguel Ángel Revilla Roiz. 
 El consejero de Industria, Turismo, Innovación,   Transporte y Comercio 

 (P.S., Decreto 18/2021, de 4 de febrero), 
 el consejero de Desarrollo Rural, Ganadería,   Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, 

 Juan Guillermo Blanco Gómez. 
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DISPOSICIONES GENERALES

DEPARTAMENTO DE LA PRESIDENCIA

DECRETO LEY 4/2022, de 5 de abril, de medidas urgentes en el ámbito tributario y financiero.

El presidente de la Generalitat de Catalunya,

El artículo 67.6.a) del Estatuto prevé que los decretos leyes son promulgados, en nombre del rey, por el
presidente o presidenta de la Generalitat.

De acuerdo con eso, promulgo el siguiente

DECRETO LEY

Exposición de motivos

El impuesto sobre las emisiones de dióxido de carbono de los vehículos de tracción mecánica, regulado por la
Ley 16/2017, del 1 de agosto, del cambio climático, se creó el año 2017 y ha sido objeto de sucesivas
modificaciones. El Decreto ley 33/2020, de 30 de septiembre, de medidas urgentes en el ámbito del impuesto
sobre las emisiones de dióxido de carbono de los vehículos de tracción mecánica y del impuesto sobre las
estancias en establecimientos turísticos, y en el ámbito presupuestario y administrativo, estableció la
exigibilidad del impuesto a partir del 31 de diciembre del 2020, y se previó demorar hasta el 2021 la aplicación
de la tarifa inicialmente prevista para el 2020. Así, en el año 2021 ha sido el primero en el que se ha puesto en
marcha el tributo y se ha liquidado el ejercicio 2020.

Para el 2021, el artículo 44 de la Ley 16/2017, del 1 de agosto, bajó el umbral de emisiones a partir del que se
produce la sujeción al tributo e incrementa los tipos de gravamen marginales: así, para los vehículos de la
categoría M1 y de las categorías L3e, L4e, L5e y L7e, la sujeción se produce a partir de los 95 g/km (120 g/km
en el 2020), y para los vehículos de la categoría N1, a partir de los 140 g/km (160g/km en el 2020). Eso
comportará un incremento de la cuota.

Actualmente, sin embargo, hay que replantearse la aplicación de esta tarifa más exigente, a raíz, sobre todo,
de tres factores: por una parte, la constatación de que, aunque los indicadores apuntaban a una mejora de la
economía del país, buena parte de los hogares catalanes todavía sufre la crisis económica derivada de la
pandemia de la COVID-19; por otra, la elevada inflación causada, fundamentalmente, por el aumento notable
del precio de la energía; y, finalmente, la situación reciente de inestabilidad en la Europa del este que, entre
otras consecuencias, está comportando un incremento de los precios de los combustibles que se está
repercutiendo de forma inmediata en el precio de los carburantes utilizados por los vehículos de tracción
mecánica, sujetos a tributación.

En este escenario de elevada incertidumbre, se estima del todo necesario proceder a mantener la carga
tributaria del impuesto. Por este motivo, se mantiene la tarifa aplicable en el ejercicio 2020, con carácter
indefinido y con efectos, también, para el ejercicio 2021, ya devengado.

Por otro lado, en los últimos años se han reducido las inversiones en fuentes de energía fósil y se han
incrementado las inversiones en energías renovables. Esta transición energética está siendo, no obstante, más
lenta de lo que se preveía. La situación de inestabilidad en la Europa del este citada anteriormente ha puesto
de manifiesto la necesidad de disponer de fuentes de energía alternativas.

Para atender esta necesidad, se considera oportuno utilizar el instrumento tributario, concretamente, el
impuesto sobre las instalaciones que inciden en el medio ambiente, creado en la Ley 5/2020, de 29 de abril, e
incrementar el tipo de gravamen que recae sobre la actividad de producción, almacenamiento o transformación
de energía eléctrica. Se prevé que este aumento de recaudación, que se verifique por la diferencia entre los
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tipos de gravamen aprobados en este Decreto ley y los aprobados por la Ley 5/2020, quede afectado a la
financiación de actuaciones de transición energética.

Por otro lado, la situación derivada de la crisis por la guerra en Ucrania también está suponiendo graves
problemas económicos y financieros para las empresas agrarias, agroalimentarias, forestales y del sector de la
pesca y la acuicultura de Cataluña. En concreto, este conflicto bélico comporta la eliminación de las
exportaciones de productos a los países directamente afectados y una reducción significativa en los países del
entorno más próximo al escenario de la guerra. Asimismo, se producen para las mismas empresas unas
dificultades muy importantes en la importación de materias primas, imprescindibles para su ciclo productivo, y
un aumento muy considerable del precio de los consumibles, a lo que hay que añadir el incremento de los
precios de la energía. Adicionalmente, se genera una dinámica de crisis de precios de sus productos. Todo esto
hace absolutamente necesario un mayor apoyo financiero a estas empresas, por lo que se considera
plenamente justificado el incremento del importe de la cantidad máxima global a prestar garantía por el
Gobierno a favor del Instituto Catalán de Finanzas para otorgar préstamos destinados a la financiación de
pequeñas y medianas empresas y trabajadores y trabajadoras autónomos de las empresas agrarias,
agroalimentarias, forestales y del sector de la pesca y la acuicultura de Cataluña, pasando de 7 a 39 millones
de euros.

Finalmente, la sección quinta de la Ley 10/2019, de 23 de diciembre, de puertos y de transporte en aguas
marítimas y continentales, regula la tasa de pesca fresca. El actual incremento del precio del carburante y su
impacto en la operativa pesquera, así como el incremento de los precios del consumo que afectan a la demanda
de compra por parte del consumidor final, hacen que proceda acordar medidas para paliar dichos efectos, tales
como el establecimiento de una exención en la tasa portuaria sobre la pesca fresca al armador del barco o
embarcación pesquera y a sus sustitutos, en el caso de que la pesca acceda al puerto por vía marítima, y que
equipare un tratamiento equivalente de los puertos de competencia de la Generalitat respecto a los puertos de
interés estatal con su singularidad en cuanto a la exención temporal de la tasa TA4, pesca fresca, aprobada por
el Real decreto ley 6/2022, de 29 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes en el marco del Plan
nacional de respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la guerra en Ucrania.

Esta exención se establece por un período de seis meses, desde la entrada en vigor de esta norma y su
impacto económico será asumido por el presupuesto de Puertos de la Generalitat.

De acuerdo con el artículo 38 de la Ley 13/2008, del 5 de noviembre, de la presidencia de la Generalitat y del
Gobierno, el Gobierno puede dictar disposiciones legislativas provisionales bajo la forma de decreto ley en caso
de una necesidad extraordinaria y urgente.

En este caso, y con respecto al carácter extraordinario, es lo bastante patente que concurre en la situación
actual descrita anteriormente, una situación que poco tiempo atrás era casi inimaginable, especialmente la
derivada del enfrentamiento bélico en Ucrania, situación que a fecha de hoy resulta especialmente incierta en
cuanto a su desarrollo y consecuencias.

En relación a la urgencia de las medidas tributarias, en el caso del impuesto sobre las emisiones de dióxido de
carbono de los vehículos de tracción mecánica, hay que tener presente que, de acuerdo con la Ley 16/2017, de
1 de agosto, del cambio climático, el padrón provisional –que tiene que contener las propuestas de liquidación–
se debe publicar del 1 al 15 de mayo de 2022. Por ello, es del todo imprescindible utilizar el instrumento legal
que permita tener la nueva tarifa aprobada antes de la publicación del padrón. Respecto al impuesto sobre las
instalaciones que inciden en el medio ambiente, la urgencia deriva del hecho de que ya se ha iniciado el
período impositivo y de que los contribuyentes realizan pagos fraccionados. Por último, en cuanto a la medida
sobre la tasa de la pesca fresca, las dificultades y perjuicios de la actual situación y su impacto en el sector
justifican su urgencia, adoptada también por el Real decreto ley 6/2022, de 29 de marzo, respecto a los
puertos de interés general.

En el caso de la medida financiera, la urgencia que la fundamenta deriva de las dificultades y perjuicios
actuales que la situación descrita anteriormente provoca en las pequeñas y medianas empresas y trabajadores
y trabajadoras autónomos de las empresas agrarias, agroalimentarias, forestales y del sector de la pesca y la
acuicultura de Cataluña, por lo que es necesario aplicar inmediatamente las medidas necesarias para facilitar el
acceso a la financiación de estas empresas y trabajadores y trabajadoras autónomos.

El instrumento para aprobar estas medidas solo puede ser un decreto ley, dado que el tiempo que se requiere
para la tramitación y aprobación de un proyecto de ley ordinaria excedería con creces la fecha límite señalada,
en el caso de la medida tributaria, y agravaría las dificultades y perjuicios indicados anteriormente, en el caso
de la medida financiera.

Este Decreto ley contiene tres artículos, relativos a las medidas tributarias; el primero tiene por objeto
establecer las tarifas del impuesto sobre las emisiones de dióxido de carbono de los vehículos de tracción
mecánica; el segundo fija los efectos de la entrada en vigor del Decreto ley, los tipos de gravamen del

DL B 38014-2007ISSN 1988-298X https://www.gencat.cat/dogc

Núm. 8643 - 7.4.20222/5 Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya

CVE-DOGC-B-22095128-2022

41



impuesto sobre las instalaciones que incide en el medio ambiente, que recae sobre las actividades de
producción, almacenamiento o transformación de energía eléctrica, y prevé la afectación de los ingresos
derivados del incremento en actuaciones de transición energética. Finalmente, el tercero establece una
exención de la tasa de la pesca fresca (TA4), durante el período de 6 meses, desde la entrada en vigor de este
Decreto ley, al armador del barco o embarcación pesquera, y a sus sustitutos, en caso de que la pesca fresca
acceda al puerto por vía marítima, que equipara la situación de los puertos de competencia de la Generalitat
respecto a los puertos de interés estatal en cuanto a la exención temporal de la tasa TA4, pesca fresca,
aprobada por el Real decreto ley 6/2022, de 29 de marzo.

La parte final del Decreto ley contiene dos disposiciones finales: la primera, que articula la medida financiera
mediante la modificación del apartado 2 del artículo 41 de la Ley 1/2021, del 29 de diciembre, de presupuestos
de la Generalitat de Catalunya para el 2022, y la segunda, relativa a la entrada en vigor.

En uso de la autorización que concede el artículo 64 del Estatuto de autonomía de Cataluña, a propuesta del
consejero de Economía y Hacienda y con la deliberación previa del Gobierno,

Decreto:

Artículo 1

Impuesto sobre las emisiones de dióxido de carbono de los vehículos de tracción mecánica

1. Con efectos de la entrada en vigor de este Decreto ley, la cuota tributaria del impuesto sobre las emisiones
de dióxido de carbono de los vehículos de tracción mecánica se obtendrá de la aplicación de las tarifas
siguientes:

a) Vehículos de la categoría M1 y de las categorías L3e, L4e, L5e y L7e

Emisiones oficiales de dióxido de carbono Tipo marginal (€/g CO2/km)

Hasta 120 g/km 0

Más de 120 g/km y hasta 140 g/km 0,55

Más de 140 g/km y hasta 160 g/km 0,65

Más de 160 g/km y hasta 200 g/km 0,80

Más de 200 g/km 1,10

b) Vehículos de la categoría N1

Emisiones oficiales de dióxido de carbono Tipo marginal (€/g CO2/km)

Hasta 160 g/km 0

Más de 160 g/km 0,30

2. Las mismas tarifas del apartado anterior se deben aplicar a la liquidación del impuesto correspondiente en el
ejercicio devengado el 31 de diciembre de 2021.

DL B 38014-2007ISSN 1988-298X https://www.gencat.cat/dogc

Núm. 8643 - 7.4.20223/5 Diari Oficial de la Generalitat de Catalunya

CVE-DOGC-B-22095128-2022

42



Artículo 2

Impuesto sobre las instalaciones que inciden en el medio ambiente

1. Con efectos de la entrada en vigor de este Decreto ley, se modifica el apartado 1 del artículo 14 de la Ley
15/2020, de 29 de abril, de medidas fiscales, financieras, administrativas y del sector público y de creación del
impuesto sobre las instalaciones que inciden en el medio ambiente, que pasa a tener el texto siguiente:

“1. En el caso de actividades de producción, almacenamiento o transformación de energía eléctrica, el tipo de
gravamen es de:

a) 0,00665 euros por kWh, con carácter general.

b) 0,00133 euros por kWh, en el caso que la actividad sea efectuada por instalaciones de cicló combinado.”

2. El aumento de recaudación que se verifique por la diferencia entre los tipos de gravamen aprobados en el
apartado anterior y los aprobados por la Ley 5/2020, de 29 de abril, queda afectado a la financiación de
actuaciones de transición energética.

Artículo 3

Exención de la tasa de la pesca fresca

Estarán exentos de la tasa de la pesca fresca (TA4) durante un período de seis meses, desde la entrada en
vigor de este Decreto ley, el armador del barco o embarcación pesquera y sus sustitutos, en caso de que la
pesca fresca acceda al puerto por vía marítima.

Disposiciones finales

Primera. Modificación de la Ley 1/2021, del 29 de diciembre, de presupuestos de la Generalitat de Catalunya
para el 2022.

Se modifica el apartado 2 del artículo 41 de la Ley 1/2021, del 29 de diciembre, de presupuestos de la
Generalitat de Catalunya para el 2022, que queda redactado de la manera siguiente:

“2. Se autoriza al Gobierno a prestar garantía, durante el ejercicio del 2022, hasta una cantidad máxima global
de 39.000.000,00 de euros, a favor del Instituto Catalán de Finanzas para otorgar préstamos para la
financiación a pequeñas y medianas empresas y trabajadores y trabajadoras autónomos de las empresas
agrarias, agroalimentarias, forestales y del sector de la pesca y la acuicultura de Cataluña. A este efecto, el
Departamento de Acción Climática, Alimentación y Agenda Rural ha de tener formalizado un convenio con el
Instituto Catalán de Finanzas para constituir un fondo de garantía a cargo de los presupuestos del
Departamento de Acción Climática, Alimentación y Agenda Rural.”

Segunda. Entrada en vigor

Este Decreto ley entra en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diari Oficial de la Generalitat de
Catalunya.

Por lo tanto, ordeno que todos los ciudadanos a los cuales se aplique este Decreto ley cooperen en cumplirlo y
que los tribunales y las autoridades a quienes corresponda lo hagan cumplir.

Barcelona, 5 de abril de 2022
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Pere Aragonès i Garcia

Presidente de la Generalitat de Catalunya

Jaume Giró i Ribas

Consejero de Economía y Hacienda

(22.095.128)
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